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Resumen y Abstract   V 
  

Resumen 
 

En Colombia, existe un déficit de capacidad institucional en los gobiernos subnacionales 
como resultado de los escasos avances en el proceso de implementación de la 
descentralización territorial y los bajos niveles de confianza y efectividad en la gestión del 
servicio civil. El presente trabajo muestra cómo el proceso de implementación de la 
descentralización territorial en Colombia y el sistema de gestión del servicio civil han 
generado consecuencias en la capacidad institucional de los gobiernos subnacionales. 

Con base en la revisión normativa y jurisprudencial y el análisis cualitativo, se muestran 
los avances, retrocesos y deficiencias que se han presentado, tanto en la 
implementación de la descentralización territorial en Colombia como en el sistema de 
administración pública. Se concluye que, para superar el déficit de la capacidad 
institucional de los gobiernos subnacionales, es necesario profundizar la 
profesionalización de la función pública y la autonomía de estos niveles territoriales. 

Los análisis de impacto normativo, la gestión estratégica del servicio civil y la 
profundización de las relaciones intergubernamentales se proponen como cursos de 
acción. 

 

Palabras clave: Descentralización, entidades territoriales, carrera administrativa, 
capacidad institucional, relaciones intergubernamentales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



VI Descentralización y Relaciones Intergubernamentales en Colombia, una mirada 
desde el Sistema de Gestión de Personal 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

Abstract 
In Colombia, there is a deficit of institutional capacity in the subnational governments as a 
result of the scarce advances in the process of implementing  of territorial decentralization 
and the low levels of trust and effectiveness in the management of civil service. The 
present paper shows how the process of implementation of territorial decentralization in 
Colombia and the management system of civil service have generated consequences in 
the institutional capacity of the subnational governments.  

Based on the normative and jurisprudential review and qualitative analysis, the advances, 
setbacks and deficiencies that have been presented is shown, both in the implementation 
of territorial decentralization in Colombia and in the system of civil service. It is concluded, 
that to overcome the deficit of the institutional capacity of the subnational governments, it 
is necessary to deepen the professionalization of the public function and the autonomy of 
these territorial levels. 

The normative impact analyzes, the strategic management of civil service  and the 
deepening of the intergovernmental relations are proposed as courses of action. 

 

Keywords: Descentralization, subnational governments, civil service, institutional 
capacity, intergovernmental relations. 
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Introducción 
En Colombia, a partir de la expedición de la Constitución Política de 1991 se adopta un 

modelo de descentralización territorial cuyo propósito es lograr satisfacer las necesidades 

de los ciudadanos a través de la cercanía que le ofrecen los gobiernos locales a la 

sociedad civil; no obstante, este modelo ha presentado falencias en su implementación 

que van desde aspectos fundamentales como el fortalecimiento de la democracia hasta 

aspectos relacionados con el funcionamiento de la administración pública. De hecho, a 

pesar de que el 82% de las personas en Colombia consideran que las autoridades 

locales, municipales y departamentales elegidas por voto popular deben existir para que 

el pais sea democrático, solo el 28% considera al país como tal (DANE, 2015).  

 

De manera paralela en Colombia se hace explícito mediante mandato constitucional que 

la generalidad de los empleos públicos son de carrera administrativa. Sin embargo, dicho 

mandato no ha trascendido de su desarrollo legal y jurisprudencial, convirtiéndose así en 

una ficción. Tanto es así que son los mismos servidores públicos de carrera 

administrativa que actualmente prestan sus servicios al país los que han manifestado 

dicha inconformidad, pues solo el 46% de los servidores públicos del orden nacional 

considera que existen procedimientos de garantía para evitar prácticas arbitarias en el 

proceso de incorporación a la carrera administrativa y tan solo el 42% de los 

mencionados servidores considera que existen mecanismos que garantizan la protección 

de los servidores ante cambios políticos en el gobierno (DANE, 2016).  

 

Ante este panorama resulta comprensible establecer que ambas temáticas están 

profundamente relacionadas y, además, se podría inferir que el éxito o fracaso de una 

generaría como consecuencia el éxito o fracaso de la otra, pues la falta de capacidad 

institucional de las entidades territoriales obedece en gran medida a los escasos avances 

en implementación de la descentralización territorial y a los bajos niveles de confianza y 

efectividad en la gestión del talento humano.   



2 Introducción 

 
La descentralización territorial concebida como una política de orden constitucional a 

partir de 1991 ha afrontado diversos problemas en su implementación. Una muestra clara 

de esto es que el Congreso de la República se demoró más de 20 años para la 

expedición de una ley que definiera las competencias entre los diferentes niveles de 

gobierno. Si bien en el año 2011 se expide la ley 1454 (Ley Orgánica de Ordenamiento 

Territorial -LOOT) con este fin, se evidencia que esta no definió las competencias que 

debe asumir cada nivel de gobierno, ya que se transformó el ideal de la ley orgánica de 

ordenamiento territorial - LOOT con los objetivos propios de una ley de ordenamiento 

territorial, pues en la LOOT las únicas competencias que se le otorgan a los municipios 

están relacionadas con el uso y planificación del suelo. 

 

Ahora bien, aunque se puede decir que el objetivo de mayor significación de la 

descentralización es el de lograr una mayor proximidad entre el Estado y la sociedad civil 

para que desde el nivel territorial se ofrezcan soluciones a las necesidades planteadas 

por los habitantes de determinado territorio, como se verá más adelante este ha sido de 

difícil cumplimiento.  

 

Por otro lado, aunque en Colombia solo existe un único sistema de gestión del talento 

humano su implementación en el nivel territorial es precaria, aún más que en el nivel 

nacional. Por tal razón, la carrera administrativa en Colombia, entendida como un 

sistema de gestión de personal, ha sido tan solo una ficción de realidad que existe 

formalmente en el orden jurídico en vista de que goza de una total apatía entre los 

dirigentes políticos que tienen incidencia en el nivel nacional y regional.  

 

A partir de lo anterior se analiza cómo el proceso de implementación de la 

descentralización territorial en Colombia y el sistema de gestión de personal del sector 

público han generado consecuencias en la capacidad institucional de las entidades 

territoriales. Particularmente se considera que existe un déficit de capacidad institucional 

en las entidades territoriales producto de los escasos avances en el proceso de 

implementación de la descentralización territorial y los bajos niveles de confianza y 

efectividad en la gestión del talento humano. 

 

En concreto se analiza desde una perspectiva jurídica y administrativa la implementación 

del proceso de descentralización territorial en Colombia a partir de 1991 y el impacto que 
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éste ha tenido sobre la consecución de los fines del Estado establecidos en la 

Constitución Política de Colombia. A su vez se se analizan las falencias que presenta  el 

actual sistema de gestión de personal en las entidades territoriales, a partir de examinar 

los problemas existentes en la implementación de la carrera administrativa a nivel 

territorial. Por ultimo, se Identifican las posibles consecuencias generadas en las 

entidades territoriales producto del sistema de gestión de personal y el proceso de 

implementación de la descentralización territorial en Colombia. 

Para este propósito, se planteó un modelo de investigación cualitativa que tiene como 

propósito principal la recopilación y examen crítico de la materia a través de la 

sistematización y análisis de información y de la aplicación de entrevistas dirigidas a 

servidores públicos. Al efecto se realizó una amplia revisión de diversas fuentes 

bibliográficas y jurisprudenciales.  

En primer lugar se presenta al lector las principales discusiones que se han suscitado en 

Colombia y en el mundo sobre la descentralización y los sistemas de gestión de personal 

en el sector público. Luego se plantean algunas perspectivas teoricas que se consideran 

de utilidad para resolver las discusiones planteando así posibles estrategias o rumbos de 

acción. Por último se presenta un análisis normativo, jurisprudencial y cualitativo acerca 

de la descentralización en Colombia y del sistema de gestión de personal.  

 





 

 
 

1. Descentralización territorial y Gestión del 
Talento Humano en Colombia 

1.1 Origenes, definiciones y perspectivas 
Son pocos los autores que han adelantado estudios que relacionen la descentralización 

territorial con el sistema de gestión de personal. Lo que se observa es que los dos temas 

se abordan de manera independiente dentro de los tratados generales de derecho 

administrativo. Aunado a lo anterior, la mayoría de los estudios no atienden los 

problemas de implementación tanto de la descentralización territorial como del sistema 

de gestión de personal, puesto que su preocupación en muchas ocasiones es la de 

analizar los marcos normativos de carácter general.   

 

Particularmente en Colombia la descentralización tomó gran relevancia en la 

Constituyente de la década de los 90, en tanto que fue un tema prioritario en las 

discusiones abordadas. El mismo Humberto de la Calle (2011) es quien expresa esta 

importancia cuando dice “Creo que no exagero cuando digo que la piedra de toque de la 

Constituyente era el tema de la autonomía y la descentralización territorial. [..] Incluso el 

Gobierno mismo el Presidente Gaviria quería ir más allá y habló de federalización”. 

Pareciera ser que la descentralización era tan importante para el país en aquel momento, 

seguramente por los acontecimientos sociales y políticos que se habían gestado para la 

época. No obstante, aunque son varias las experiencias internacionales en donde se 

encuentran diversas experiencias de repúblicas que han adoptado a la descentralización 

como política de Estado, tambien es cierto que no existe unanimidad acerca de qué es y 

cuáles son las dimensiones de dicho concepto.  

Pese a lo anterior, una definición objetiva y universal acerca de la descentralización es 

que es una forma de gobierno que tiene como propósito lograr una mayor cercanía entre 
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el Estado y la sociedad civil a través mecanismos que propendan por la eficiencia y la 

responsabilidad (White, 2006). Si bien, en términos generales la definición en mención se 

adopta a lo que en Colombia se conoce como descentralización, tambien hay que decir 

que específicamente el pais la ha conocido como el proceso a través del cual el Estado 

Colombiano creó personas jurídicas en el nivel territorial y se les otorgó funciones y 

competencias que antes eran exclusivas de las autoridades nacionales (Hernandez, 

1999, p. 31). Así lo reconocen autores como Younes (2014, p.68) cuando definen a la 

descentralización como  “la atribución que se otorga a las personas jurídicas públicas 

distintas de la nación para auto gobernarse mediante la radicación en ellas de ciertas 

facultades que ejercerán autónomamente”.  

Bajo estas concepciones fue que la Constitución Política de Colombia determinó la 

existencia de varias entidades territoriales. En concreto, para el Estado Colombiano son 

entidades territoriales los departamentos, los distritos, los municipios y los territorios 

indigenas. Además, se contempló la posibilidad de reconocer como entidades territoriales 

a las regiones y provincias, las cuales aún no han sido desarrolladas, y se esperaría, 

incluso, que no lo sean por su alto grado de inconveniencia (De la calle, 2011).   

 

Cabe advertir que en Colombia existen 1.102 municipios. Estos municipios por 

desarrollos normativos posteriores a la Constitución Política (Ley 617 de 2000 y Ley 1551 

de 2012) fueron clasificados en siete categorías determinadas por el volumen de 

población y por los ingresos corrientes de libre destinación. No obstante, esta 

categorización ha resultado inadecuada al evidenciarse que la mayoría de municipios se 

concentran en tan solo dos categorías, a saber: municipios de quinta y sexta.  

 

Es precisamente en este contexto que la Constitución Política, destacó la autonomía de 

las entidades territoriales como un aspecto central de la organización territorial en 

Colombia, otorgando competencias, recursos y autoridad política a las entidades 

territoriales con el fin de cumplir con unos objetivos basicos en la provisión esencial de 

bienes y servicios (Maldonado, 2011, p. 2). Con todo, como se expone a continuación, la 

autonomía de las entidades territoriales muestra una gran disyuntiva entre lo que han 

sido sus propósitos teóricos y lo que en la práctica se ha evidenciado. 

 

Quizá uno de los aspectos más interesantes por analizar, relacionado con la 
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descentralización, es si esta contribuye efectivamente a la autonomía, entendida como la 

garantía de poder discrecional de las entidades territoriales a la hora de decidir sobre 

asuntos que le competen o; si por otro lado, la descentralización se ha reducido al simple 

traslado de competencias que deben ser asumidas por los municipios de acuerdo con lo 

previsto con la norma. Dichas aseveraciones no resultan irrelevantes cuando se parte de 

la concepción de un Estado que busca una mayor cercanía con el ciudadano o se 

comprende que lo único que se requiere es que el Estado sea un eficiente administrador 

de recursos.  

 

Lo cierto es que el Estado colombiano en cuanto a la autonomía de las entidades 

territoriales se refiere, presenta grandes problemas en su aplicación, a pesar de que 

desde la Constitución Política de 1991 se ha presentado una serie de avances paulatinos 

(Torres, 2011, p. 38). Estos avances, por supuesto, hacen referencia al reconocimiento 

del derecho que tienen los departamentos, municipios y distritos para tomar decisiones 

acatando su propia voluntad y ejerciendo las competencias que les han sido asignadas 

(CP, art.287).  

 

Ahora bien, a pesar de que la descentralización según la Constitución y la ley  posee una 

naturaleza política, muchos autores han llegado a afirmar que en la práctica “las 

entidades territoriales poseen una autonomía bastante parcializada, ya que cuentan con 

escasas herramientas de gobierno, como recursos y talento humano para cumplir con 

sus competencias” (Henao, 2011).  

 

Es en este punto donde se ecuentra una disyuntiva entre la teoría jurídica acerca de la 

descentralización y la práctica que han vivenciado las entidades territoriales. Mientras la 

Corte Constitucional, por ejemplo, dice que las entidades territoriales tienen un alto grado 

de independencia en la administración y manejo de sus intereses (Sentencia C-1051, 

2001), autores como Henao (2011) y Restrepo (2010) afirman que la autonomía otorgada 

a las mencionadas entidades es bastante limitada y poco implementada. 

 

Se podría decir, entonces, que la autonomía de las entidades territoriales en Colombia es 

precaria y reducida en contravía del ideal de descentralización territorial. Un argumento 

que refuerza esta afirmación es el hecho de que “las facultades en materia presupuestal 

de las entidades territoriales son de carácter residual, es decir, llegan hasta donde lo 
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permiten las normas constitucionales y el Estatuto Orgánico del Presupuesto de carácter 

nacional” (Restrepo, 2010, p. 327).  

 

Si bien los municipios, como entidad nuclear del país y como entidad fundamental de la 

división político administrativa del Estado (CP, art. 311), son los encargados de ejecutar 

las funciones necesarias para proveer las condiciones tendientes a la satisfación de los 

bienes y servicios públicos que requiere la población, es evidente que no tienen la 

capacidad institucional suficiente para atender todo lo que las disposiciones normativas 

determinan, dado el alto grado de dependencia económica de las transferencias que 

provienen de la Nación, su ineficiencia fiscal y el precario compromiso político en estos 

tema de las entidades territoriales.  

 

Para Caballero (2015, p.17) “Es corriente afirmar hoy en día que en Colombia el Estado 

funciona de manera muy deficiente, lo cual afecta negativamente la actividad privada y el 

bienestar de la ciudadanía”. Posiblemente, tambien es corriente afirmar que el mal 

funcionamiento del Estado se exprese con mayor gravedad en el nivel territorial y, 

especificamente, en las entidades territoriales más pequeñas; a saber: municipios 

clasificados en quinta y sexta categoría. No obstante, resulta interesante llegar a 

determinar la causa fundamental del mal funcionamiento de las entidades territoriales. 

 

Es por ello que bajo un análisis con perspectiva económica se puede inferir una de las 

causas que inciden en el mal funcionamiento de las entidades territoriales y que se 

expresa en la limitación de su propia autonomía, es la dependencia de las transferencias 

respecto del Sistema General de Participaciones y lo que se deriva de allí, conocido 

como pereza fiscal de los gobiernos subnacionales.    

 

En palabras de Ter-Minassian (2016) “La diferencia fundamental entre recursos propios y 

transferencias intergubernamentales es la autonomía de los gobiernos subnacionales 

(GSN), para determinar el monto o la composición de los recursos”. Dicho de otro modo, 

la diferencia entre los diferentes recursos que administran las entidades territoriales es 

que unos se derivan del ejercicio de la autonomía fiscal producto de su propio esfuerzo 

fiscal (P.E cobro de impuestos, tasas y contribuciones), y otros de transferencias 

realizadas por el Gobierno nacional que provienen de las rentas del presupuesto 

nacional. En cierto sentido, lo que se observa es una dependencia casi absoluta de las 
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tranferencias nacionales y un escaso esfuerzo fiscal de las entidades territoriales. Las 

cifras que se muestran a continuación y que tienen un corte de no más de dos años 

ratifican lo dicho anteriormente: 

La fuente principal de financiación para los departamentos y los municipios han sido las 
transferencias del Sistema General de Participaciones - SGP, seguidos de los recursos propios 
y las regalías. Las dos primeras fuentes representan alrededor del 50% y 28%, 
respectivamente, mientras que en el caso de las regalías existe una diferencia entre lo que 
reciben los municipios y departamentos: para los primeros los ingresos por regalías 
representan un promedio del 5% y para los segundos, cerca del 13% (Bonet, Pérez, & Ayala, 
2016).  

Ahora bien,  la descentralización territorial implica un fortalecimiento de los recursos 

propios y la superación de la dependencia de las transferencias nacionales por parte de 

las entidades territoriales principalmente, ya que estas “no solo causaron problemas al 

presupuesto nacional, sino que adolecen de varias fallas, entre las cuales se destacan la 

falta de alguna consideración explícita de la contribución de las secciones territoriales a 

los ingresos totales del gobierno, la ausencia de criterios distributivos (de regiones ricas 

a regiones pobres) y la falta de incentivos al esfuerzo fiscal regional” (Galvis, 2007, p. 

43).  

 

Como conclusión se señala que las entidades territoriales tienen limitada su autonomía al 

depender de forma exagerada de las transferencia nacionales. Claro que este problema 

resulta de doble vía, ya que la dependencia de las mencionadas entidades tambien es 

por los escasos incentivos al esfuerzo fiscal que genera el diseño estructural del sistema. 

En síntesis,  “mientras mayor sea la densidad en las normas presupuestales, menor será 

el ámbito de discrecionalidad del que gozan las autoridades locales en estas materia” 

(Restrepo, 2010, p. 327).  

1.2 Política y Corrupción 
Existe en Colombia un supuesto generalizado que asume a las entidades territoriales 

como nichos de corrupción y espacios profundamente permeados por la política alejada 

del servicio a los ciudadanos. Hay quienes afirman que “la manera como la política actúa 

hoy en día, a nivel local y regional, sigue siendo la misma en que ha operado desde hace 

años: endogamia, varonías, satrapías, etc” (De la calle, 2011). Lo que resulta 

preocupante, en realidad, más que el comportamiento y las dinamicas políticas 

regionales es que se asocie per se el nivel territorial con corrupción o este mismo nivel 
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con corrupción y vinculos políticos.   

Tomando como referencia estudios internacionales se rescata que la asociación entre 

descentralización y corrupción no es unicamente producto de la idiosincracia colombiana. 

De hecho según lo aseveran Fisman & Gatti (2000) esta relación es común aunque 

ambigua, puesto que logran demostrar que existe un vinculo negativo y consistente entre 

las dos variables.  

 

Ligado a lo anterior, se recogen teorías que en vez de asociar descentralización con 

corrupción, relacionan, por el contrario, descentralización con transparencia. De acuerdo 

con Cuadrado (2014) es evidente que cuando los gobiernos utilizan entidades 

descentralizadas son más transparentes que los que no lo hacen, dado que los políticos 

están directamente relacionados con la prestación de servicios y son más responsables 

de sus acciones, lo cual hace que se limiten comportamientos oportunistas y corruptos.   

 

Con base en la experiencia colombiana, no es facil adoptar una posicion en vista de que 

ambos escenarios son recurrentes en el día a día de la administración pública territorial. 

Lo que sí es cierto es que muchas veces se confunde la corrupción con la falta de 

planeación y en este punto las entidades territoriales son bastante débiles y presentan 

“fallas de concierto con el modelo de autonomía […]” (Barbosa, 2011, p. 49). 

 

Llegados a este punto, luego de haber descrito algunos de los aspectos críticos que ha 

afrontado el proceso de descentralización en Colombia, no se puede perder de vista los 

logros que la descentralización ha podido conseguir en este proceso de implementación. 

Por ejemplo, resulta innegable que las tasas de cobertura en educación han aumentado, 

y así más niños han logrado ir a las escuelas (Faguet & Sánchez, 2008). Esto guarda 

plena concordancia con estudios internacionales que concluyen con base en resultados 

de pruebas internacionales que la descentralización del gasto público es buena para el 

rendimiento de los estudiantes (Falch & Fischer, 2012). 

 

Estos logros tambien se hacen evidentes en el aumento de la cobertura en salud como 

en el proceso de agua potable y saneamiento básico, que junto con la educación tienen 

asiento en el Sistema General de Participaciones. Entre tanto, es crucial ahora traer a 

colación, además de las restricciones de tipo presupuestal, quiza la limitación más 
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importante en la implementación de la descentralización territorial: el actual sistema de 

gestión de personal adoptado para el sector público en Colombia.  

 

1.3 Gestión del Talento Humano  
La carrera administrativa en Colombia fue creada desde el año 1938 a través de la Ley 

165 (Martínez, 2012, p. 65); empero, es a partir de 1991 con la expedición de la 

Constitución política que esta se eleva a rango Constitucional, creando a su vez 

organismos como la Comisión Nacional del Servicio Civil. Sin embargo, como se verá, 

más alla de desarrollos normativos y jurisprudenciales, este sistema de gestión de 

personal no ha tenido la relevancia que la Constitución le otorgó. 

 

En términos generales, al igual que otros sistemas de gestión de personal con los que 

cuentan diferentes paises, el principio fundamental para el ingreso a la carrera es el 

mérito. Tanto es así que la Constitución Política y la ley que regula la materia (Ley 909 de 

2004), disponen que “la provisión de los empleos de carrera se hará, previo concurso, 

por nombramiento en período de prueba, o por ascenso. En caso de vacancia definitiva, 

el encargo o el nombramiento provisional solo procederán cuando se haya convocado a 

concurso para la provisión del empleo” (Ramirez, 2011, p. 54). 

 

Pese a lo anterior, lo cierto es que lo que menos ha caracterizado a la carrera 

administrativa en Colombia es el mérito. Así lo sostienen las posturas que se exponen a 

continuación. 

 

Es fundamental tener en cuenta que existe una brecha entre las disposiciones 

normativas y su aplicación. Este tipo de brechas ha sido ampliamente analizadas en el 

estudio de implementación de políticas públicas, llegando a concluir que la falta de 

armonía y coherencia entre ambos extremos genera profundas deficiencias en el 

funcionamiento del Estado. Por ende, trayendo a colación el sistema de mérito con el que 

cuenta Colombia se determina que “el país tiene una historia prolífica en normatividad y 

regulación constitucional y legal; sin embargo la historia es diferente cuando se habla 

acerca de su aplicación práctica” (Jiménez, 2012).  

Se supone que al ser la carrera administrativa un sistema de gestión de personal basado 
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en el mérito, lo ideal es que que promueva e incentive a quienes hacen parte de este 

sistema a empleos de mayor exigencia y remuneación a medida que se adquieren 

estudios y experiencia. No obstante, en Colombia “Lo irónico y absurdo en la carrera 

administrativa es que se ingresa a un empleo y no hay carrera; en el mejor de los casos 

lo que se garantiza es que si se mantiene un adecuado rendimiento y comportamiento 

laboral, el empleado pueda estar allí  hasta pensionarse en el ejercicio de ese empleo, es 

decir, no hay carrera alguna, es una ficción” (Martínez, 2012, p. 89).  

 

Aunque es preocupante que en un país con carrera administrativa las posibilidades de 

ascenso esten bastante limitadas, tambien resulta preocupante que las altas cortes 

lleguen a entender que lo primordial en la carrera administrativa sea el ingreso a la 

misma y no la permanencia. La Corte Constitucional ha reiterado que en el ordenamiento 

jurídico colombiano no puede existir norma alguna que permita el ingreso automático a la 

carrera administrativa, pues de acuerdo con la Constitución ello debe hacerse por medio 

de un concurso, dando así primacía al mérito (Borda, 2015, p. 154).  

Asimismo es conveniente destacar otro aspecto fundamental en el sistema de gestión de 

personal colombiano, esto es, el relacionado con los recursos de funcionamiento de los 

organismos y entidades estatales. Aunque suela pensarse que los gastos de personal del 

Estado colombiano son excesivos, la realidad es que desde las disposiciones normativas, 

estos gastos, contrario a lo que se piense, son minúsculos y deficientes. Esta es quizas 

una de las principales razones del déficit de capacidad institucional de las entidades 

territoriales. 

Como consecuencia de la expedición de la Ley 617 de 2000, que entre otras cosas 

estableció normas para la racionalización del gasto público nacional, los organismos y 

entidades públicas de las entidades territoriales debieron ajustar y estancar sus plantas 

de personal. Así lo describen autores como Diego Younes: 

 
En consecuencia en desarrollo de lo dispuesto en la mencionada ley (Ley 617 de 2000), las 
entidades territoriales (Departamentos, Distritos y Municipios) y sus descentralizadas, debieron 
iniciar a partir del año 2001 programas de saneamiento fiscal y fortalecimiento institucional, que 
han conllevado procesos de reestructuración administrativa, y como parte de estos la 
reducción de los gastos de personal mediante la racionalización o modificación de plantas de 
personal tanto de empleados públicos (de libre nombramiento y remoción o de carrera) como 
de trabajadores oficiales y las diferentes modalidades implementadas para la vinculación o 
pago de servicios personales (Younes, 2014). 
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Por esta razón y comparando el empleo público de Colombia con el de otros paises se 

observa que es muy bajo. “En Colombia, el empleo total del gobierno representó tan solo 

el 4.7% del empleo total en 2008, comparado con un promedio de alrededor del 22% de 

los países miembros de la OCDE. El empleo público de Colombia es extremadamente 

pequeño en comparación con los países de la OCDE y está muy por debajo de otros 

países latinoamericanos como Argentina, Chile y México” (OCDE, 2014). 

Aunque en la última década Colombia debió haber tomado una serie de medidas para 

aumentar y mejorar el empleo público, las restricciones normativas y, tal vez, la falta de 

voluntad política ha llevado a que el empleo público permanezca estancado. “Algunos 

países, como Ecuador, Nicaragua y Paraguay, han incrementado de forma considerable 

su nivel de gasto en la masa salarial como porcentaje del PIB en la última década. Otros, 

como Bolivia, Colombia, Honduras, México, Perú y Panamá, lo han disminuido” (Cortázar 

Velarde, Sanginés, & Lafuente, 2014). 

Al margen de la formalidad normativa, es necesario comprender los comportamientos 

culturales y las incidencias políticas que se generan alrededor del empleo público 

colombiano. De hecho, aunque para los políticos regionales y nacionales no resulta 

atractiva la carrera administrativa por la rigidez que esta representa frente a sus 

intereses, en contraste, el Estado sí requiere ser efectivo y eficiente en su forma de 

proveer bienes y servicios, dado que contribuye a su legitimidad. A partir de allí es que se 

genera una dicotomía entre política y eficiencia, de la siguiente manera:  

 

En determinados momentos, países como Colombia se han visto obligados a buscar el alcance 
de dos objetivos que en algún punto pueden ir en contravía: esto es, conformar una nómina 
sólida de funcionarios públicos, profesional e independiente de interferencia política y, a su 
vez, adoptar valores de eficiencia y efectividad que permitan hacer más con una nómina 
pública más liviana (Sanabria, 2015). 

 
Aunque para algunos la mayoría de aspectos de la carrera administrativa en Colombia no 

tiene estricta relación con el mérito, para otros sí. De acuerdo con un informe elaborado 

por la OCDE (2014), en Colombia existe “voluntad política de contar con un sistema 

basado en el mérito en el servicio público de Colombia, como lo reflejan los principios 

recogidos en la Constitución que fundamentan el servicio público de carrera, la existencia 

de vacantes abiertas a la competencia y los métodos establecidos para la selección de 

cargos de gerencia pública”. 
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Con base en lo anterior es propio afirmar que si bien es cierto que en el país existen 

reglas claras en los marcos regulatorios de carácter general, tambien es cierto “que 

encuentran dificultades para funcionar adecuadamente y cumplir con las expectativas 

que generan en los empleados, ya que en la práctica el número de ascensos y 

promociones es bajo” (Iacoviello & Strazza, 2014) .  

Lo anterior ha suscitado consecuencias de tipo cultural en el comportamiento de los 

servidores púbicos que han logrado ingresar al sistema de carrera administrativa del pais. 

La primera consecuencia, procucto de la carrera administrativa es que se crea lo que a 

continuación se muestra como el patrimonialismo de los cargos públicos. La segunda 

consecuencia generada a partir de la ausencia de incentivos para desarrollar y estimular 

su actividad profesional es que se limitan a hacer única y exclusivamente lo establecido 

en el manual de funciones con el pretexto de la extralimitancion mencionada en la 

Contitución y la ley. Autores como Martinez (2012) y Borda (2015) detallan lo 

mencionado de la siguiente manera: 

Lo anterior, ha propiciado el patrimonialismo de los cargos públicos, lo cual se corrobora una 
vez superado el concurso, cuando el ganador asume y empieza a comportarse como el 
propietario del cargo, lo cual demuestra que en Colombia el mérito no funciona y el alto 
rendimiento laboral no es necesario para hacer parte de la planta de empleos de una entidad 
(Martínez, 2012).  
 
Los empleados públicos en ocasiones rigen su cultura organizacional y laboral teniendo como 
premisa de acción la cláusula general de competencia (art. 6 CP) que determina que, en 
ejercicio de los deberes funcionales que juró cumplir, “solo puede hacer aquello que le está 
permitido” (Borda, 2015, p. 154). 

Con base en lo desarrollado en este acapite se infiere que el déficit de capacidad 

institucional en las entidades territoriales es producto de los escasos avances en el 

proceso de implementación de la descentralización territorial y los bajos niveles de 

confianza y efectividad en la gestión del talento humano. 

 



 

 
 

2. Capacidad institucional de las entidades 
territoriales y relaciones 
intergubernamentales 

2.1 Capacidad institucional de las organizaciones y 
déficit de capacidad institucional en los organismos 
y entidades del sector público 

La capacidad institucional de los organismos y entidades del sector público es un 

proceso a través del cual tales entes, por medio de los individuos que la componen 

cumplen las funciones y competencias que les han sido asignadas (Rosas, 2008). Ahora 

bien, Diaz (2016) citando a Guess (2005) y haciendo referencia a la capacidad 

institucional y al buen gobierno, establece que estos (gobiernos regionales) deben 

cumplir las siguientes características: I] eficiente gestión en la implementación de 

políticas y programas II] transparencia y rendiciones en la gestión, III] participación de 

actores públicos y privados en la toma de decisiones y, por último, IV] cooperación y 

colaboración entre instancias multinivel. 

Nótese que ambos términos, capacidad institucional y buen gobierno, están 

estrechamente relacionados. Así pues, en tanto exista un déficit de capacidad 

institucional, por supuesto, se estará en presencia de un mal gobierno. Dicho esto, se 

plantea que el déficit de capacidad institucional de las entidades territoriales en 

Colombia, además de lo anterior se incrementa en dos factores, por un lado, en la falta 

de recursos públicos necesarios para el cumplimiento de sus competencias y, por otro 

lado, en la carencia de una verdadera gestión del talento humano. De hecho Bonet, 

Pérez, & Ayala (2016) plantean que “se requiere una mayor capacidad institucional de 

planeación y ejecución de políticas sectoriales que les permita ejercer un mayor liderazgo 

en la coordinación con los municipios en su territorio y las entidades nacionales”, 

parámetros que son atendidos mediante la implementación de la descentralización en el 
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país. 

Bajo este contexto, la descentralización como estrategia estatal incide sobre el 

ordenamiento territorial y busca subsanar los errores en la organización y coordinación 

de las entidades territoriales, teniendo en cuenta lo citado por Ospina (2002), el cual 

señala: “Durante la primera mitad de la década de los 80´s, por ejemplo las 

intervenciones para mejorar las habilidades para cumplir las funciones del Estado se 

manifestaron a través del concepto de “fortalecimiento institucional”, referido a las 

técnicas de reingeniería organizacional”. Por ende, la utilización de los conceptos de 

buen gobierno, capacidad institucional y reingeniería, establecen un marco de referencia 

mediante el cual las entidades territoriales desarrollan sus estrategias y ejecutan sus 

planes. Asi mismo, es menester señalar que, bajo el proceso de descentralización en el 

país, las políticas que han estado orientadas hacia los principios de eficiencia y eficacia 

han sido adoptadas, como medidas ante los retos presentados en la Administración 

Pública. 

Además de esto Ospina (2002, citando a Grindel (1997) sugiere que el enfoque de “buen 

gobierno” inmediatamente relaciona el problema de la capacidad del sector público con 

tres dimensiones: I] el desarrollo del recurso humano, II] el fortalecimiento organizacional 

y III] la reforma institucional, para lo cual  las entidades territoriales en  concordancia con 

este enfoque deben analizar el cómo se ha y se viene desarrollando su gestión,  con el 

fin de detectar anomalías que pongan en riesgo su capacidad institucional y de esta 

forma incrementarla.  

 

Por otra parte, y acorde con la dimensión anteriormente señalada, en cuanto el desarrollo 

del recurso humano, Montecinos (2005) citando a Osborne (1994) señala que “dentro de 

la Administración Pública, el llamado New Public Managment inspirado en el 

postburocratismo considera a la descentralización como un desafío para la nueva 

administración pública, la cual ahora se plantea ser más eficiente, de calidad y 

estratégica”. Es por ello que uno de los aspectos centrales del enfoque de la nueva 

gestión pública debe ser el de establecer un sistema de gestión de personal eficiente que 

contribuya al cumplimiento del objetivo central de la descentralización; a saber: el 

acercamiento del Estado a la ciudadanía. 
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 En el mismo sentido, Calderón (2004), expone en torno al cuerpo de funcionarios del 

Estado lo siguiente: “Tradicionalmente, la preocupación de la gestión humana en el 

sector público del país se ha concentrado en la denominada administración de personal, 

es decir, en prácticas de relaciones industriales, más que en la gerencia del talento 

humano”. Por ende, se debe recuperar la cohesión de los empleados y los objetivos a 

cumplir por parte del Estado, buscando una corresponsabilidad entre el  funcionario y los 

resultados planteados a corto, mediano y largo plazo. 

 

Empero Sanabria (2015) en referencia a Denhardt y Denhardt (2011) menciona que 

estos “llaman la atención sobre la necesidad de recordar que en el sector público no hay 

clientes sino ciudadanos, y recalcan que se debe buscar el interés y el valor ciudadano”. 

Dicho de otro modo, más allá de buscar el enfoque eficientista que promovió la nueva 

gestión pública aplicando los principios y valores de la empresa privada, se trata de 

rescatar las particularidades del sector público, promover su adecuado desarrollo y 

funcionamiento y, lo que es más importante, reivindicar el valor de las personas como 

ciudadanos, es decir, no como clientes.   

  

Por su parte, tampoco se puede perder de vista “la forma en que se gestiona el servicio 

civil, es decir, las políticas de planificación de recursos humanos, reclutamiento y 

selección, desarrollo profesional, e incentivos para su profesionalización, ya que son 

factores condicionantes y fundamentales para lograr atraer, retener y motivar a personas 

idóneas que desarrollen estas tareas” (Moreno, 2014). En realidad, se busca incentivar el 

sector público y su participación en él. Hay que despertar el interés tanto de las personas 

que aspiran a ingresar como de aquellos que desde hace algunos años prestan sus 

servicios en el Estado; por lo tanto, se deben crear los mecanismos e instrumentos 

necesarios para lograr tal propósito, que como se ha mencionado, van más allá de 

modificaciones normativas. 

Por ende, el Estado debe impulsar políticas en las cuales la retribución y cohesión de los 

funcionarios públicos estén centradas en los resultados, bajo los cuales se motive una 

verdadera gestión del talento humano. Una de las acciones que a corto plazo podría 

desarrollarse ya que cuenta con resultados positivos, es el salario variable, que compone 

como eje central la capacidad de los servidores públicos ante los retos dinámicos de la 

Administración Pública. 
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En el año 2014 y por recomendación de la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económico -OCDE, el Gobierno colombiano expidió el Documento Conpes 

3816 denominado “Mejora Normativa: Análisis de Impacto”. En algunos de los contenidos 

del documento se lee: “el afán de intervención mediante normatividad, sin un análisis de 

la complejidad detrás de la problemática, conlleva a la expedición de una gran cantidad 

de instrumentos jurídicos dirigidos a intervenir consecuencias y síntomas de los 

problemas, pero no se dirige a las causas reales de los mismos” (CONPES, 2014). 

Igualmente, en el documento Conpes se plantearon estrategias como sugerir a las 

entidades territoriales la “posibilidad de adoptar y fortalecer las medidas encaminadas a 

mejorar el proceso de emisión de normatividad y adoptar herramientas relacionadas con 

este proceso, tales como el Análisis de Impacto Normativo”. Lo cierto es que las 

entidades territoriales aún presentan falencias en el desarrollo de técnicas normativas 

que se vislumbran, por ejemplo, en los proyectos de acuerdo que presentan los concejos 

municipales o distritales. 

Sin embargo, volviendo al punto se expresa que la definición de la política pública de 

talento humano es competencia exclusiva del Gobierno colombiano, pues las entidades 

territoriales tienen una participación concurrente y residual en aspectos como la 

definición de las escalas salariales, estructuras administrativas y manuales específicos 

de funciones y competencias laborales.  

En estas condiciones, se observa que “Las mejoras en la Gestión del Talento Humano - 

GTH no se logran solo reformando el marco regulatorio, pues, de ser así, se 

desconocería la importancia de las demandas de mejoramiento de la gestión cotidiana y 

se podría caer en el error de entender que las políticas de estímulo al talento humano en 

el sector público se limitan a nuevas reglas o al cumplimiento formal de las existentes” 

(Borda, 2015). Así también lo definen autores como longo (2004) cuando expresan que 

“la mera existencia de las normas puede no ser suficierite para garantizar una 

articulación efectiva de las garantías que hacen posible una administración profesional”. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, las mejoras orientadas a la Gestión del Talento Humano, 

puede conllevar a la aplicación de un modelo impulsado por el Banco Interamericano de 

Desarrollo, bajo el cual el objetivo es garantizar una mejora en la acción pública, 

vinculando instrumentos que concurran para atender de forma oportuna y efectiva las 
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funciones de las entidades territoriales. 

 

Por lo tanto, y en el marco de ese modelo, García (2010), expone la Gestión para 

resultados en el Desarrollo-GpRD como “una estrategia de gestión que orienta la acción 

de los actores públicos del desarrollo para generar el mayor valor público posible a través 

del uso de instrumentos de gestión que, en forma colectiva, coordinada y 

complementaria, deben implementar las instituciones públicas para generar los cambios 

sociales con equidad y en forma sostenible en beneficio de la población de un país”. 

 

Resultado de este modelo surge la necesidad del rediseño de los componentes del 

talento humano en las entidades territoriales en procura de fortalecer la gestión pública. 

De acuerdo con García (2010) Colombia necesita avanzar en la consolidación de un 

presupuesto para resultados mediante una mejor articulación entre los procesos y las 

instituciones encargadas de la planificación, el presupuesto, el monitoreo y la evaluación. 

 

En definitiva, parece que las propuestas de solución para fortalecer la capacidad 

institucional de las entidades territoriales giran alrededor de la búsqueda de herramientas 

de gobierno que incentiven y promuevan su participación en el sector público y de una 

validación de las normas vigentes por medio de un análisis de impacto normativo. 

Organizaciones como la OCDE apoyan lo enunciado así: 

 
La regulación, junto con el gasto y la tributación, es una herramienta de gran relevancia para 
implementar las estrategias del gobierno: una legislación bien elaborada facilita que las 
políticas implementadas por los gobiernos alcancen sus metas; una legislación mal diseñada 
tiende a menoscabar el impacto sobre la economía y a establecer trabas en las vidas de los 
ciudadanos (OCDE, 2014). 

Bajo un escenario en que se cuente con una eficiente gestión del talento humano y un 

adecuado sistema normativo que antes de la expedición de reglas estudie su potencial 

impacto e implementación práctica, solo faltaría por considerar mejoras en la 

implementación de la descentralización territorial. Estas mejoras, sin duda, se deben 

enfocar en lo que comúnmente los académicos han llamado relaciones 

intergubernamentales o gobernanza multinivel. 

2.2 Relaciones intergubernamentales 
Las relaciones intergubernamentales o gobernanza multinivel - GMN son aquellas que 



20 Descentralización y Relaciones Intergubernamentales en Colombia, una mirada 
desde el Sistema de Gestión de Personal 

 
surgen entre las distintas entidades territoriales y la Nación. La GMN se refiere a 

compartir, explícita o implícitamente, las competencias, las responsabilidades, el 

desarrollo y la implementación de la definición de políticas en los diferentes niveles 

administrativos y territoriales (OCDE, 2014). Dicho de otro modo, son aquellas relaciones 

que se pueden dar entre los municipios, departamentos, distritos y la Nación.  

 

Frente a esto vale la pena hacer una digresión relacionada con la entidad territorial 

denominada departamento, pues para algunos es la entidad territorial que, por no 

llamarla menos, resulta indeterminada, sin objeto definido, competencias1 y recursos 

claros.  Autores como Humberto de la Calle, han afirmado que en el proceso de la 

constituyente incluso se pensó en eliminarlos, pero afirma que por diversas razones no 

fue posible, lo cual implicó que en la actualidad presenten muchos problemas. 

Creo que una de las acciones más urgentes es repensar el tema de los departamentos, pues 
son entidades contrahechas, con muchos problemas. Tienen poca capacidad de 
administración y ejecución real y una inmensa carga política para funciones muy limitadas en 
especial, por razones fiscales. En la actualidad, estas entidades territoriales tienen la misma 
estructura fiscal que se heredó de la colonia y una desmesura política que no tiene ninguna 
proporción; hay que reflexionar sobre el papel de los departamentos y plantear soluciones 
sobre cómo se van a articular con los municipios y con la Nación (De la calle, 2011) .  

El gobierno central podría reflexionar sobre la necesidad de constituir compromisos 

colectivos con el nivel subnacional, para trabajar conjuntamente de una manera 

coherente y coordinada, en procura de objetivos comunes de desarrollo nacional (OCDE, 

2014). 

Volviendo al núcleo central de la problemática, es importante tener en cuenta que “Las 

organizaciones son sistemas complejos que se basan en el equilibrio entre los incentivos 

organizacionales para sus empleados y las contribuciones por parte de estos hacia la 

organización” (Perry, 2015), por lo tanto, si el tema de la gobernanza multinivel no se 

aborda oportunamente y con determinación podría desencadenar en problemas de 

gobierno aún mayores a los existentes.  

Retomando las características del buen gobierno y la capacidad institucional, es clave 

que todas las decisiones de los gobiernos territoriales tengan la suficiente legitimidad, 

otorgada por los ciudadanos y lograda a partir de su participación activa en las 

                                                
 
1	Si	bien	normativamente	los	departamento	tienen	competencias,	en	la	práctica	ello	no	es	muy	visible	
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decisiones de mayor relevancia.   

 

Esta situación conlleva a que la gobernanza multinivel sea abordada desde la 

perspectiva de la descentralización en tanto que es esta la que impulsa la iniciativa 

territorial de articular las políticas en la región con los actores de nivel nacional, buscando 

de forma efectiva una coordinación entre las funciones establecidas en el marco 

constitucional del país, lo que conlleva a analizar la forma mediante el cual la 

descentralización puede contribuir a la obtención de los resultados esperados. 

 

 Bajo este contexto la descentralización debe considerarse como un proceso político de 

transferencia de poder que, en el marco de un Estado unitario, define delimitaciones 

territoriales, funcionales o por servicios a las cuales les asigna autonomía política que, 

dentro de los límites legales y constituciones les permite determinar y planear el 

desarrollo de los territorios, a través de competencias y recursos, y les exige, 

implementar políticas para garantizar los derechos de las poblaciones.  

Bresser (2001) en concordancia con lo expuesto añade que la descentralización y el 

control social dependen de la existencia de derechos ciudadanos, comenzando por el 

derecho a la plena divulgación de información sobre las actividades de las entidades 

públicas. En otras palabras, depende de la existencia del Estado de derecho y, en 

términos más amplios, del adelanto de la democracia. La democracia no es un sustituto 

de la descentralización y del control social, pero estos últimos son los resultados del 

proceso de democratización y, al mismo tiempo, son factores que llevan a tener una 

mejor gobernabilidad democrática  

 

Concretamente, se ratifica que el déficit de capacidad institucional de las entidades 

territoriales ha sido consecuencia de los escasos avances en el proceso de 

implementación de la descentralización territorial y los bajos niveles de confianza y 

efectividad en la gestión del talento humano. Para enfrentar esta problemática se hace 

necesario buscar alternativas que se fundamenten en teorías como la gobernanza 

multinivel, la gestión estratégica del talento humano y el análisis de impacto normativo. 

 

. 





 

 
 

3. Análisis normativo, jurisprudencial y 
cualitativo de la descentralización territorial 

3.1 Análisis normativo de la descentralización territorial 
El fundamento de la descentralización territorial en Colombia se encuentra en el primer 

artículo de la Constitución Política al delimitar al Estado como una república unitaria, 

descentralizada con autonomía de sus entidades territoriales. En consecuencia, el 

desarrollo de lo anterior se halla en el título XI de la Constitución donde guardan especial 

relevancia los artículos 286, 287 y 288. El artículo 286 hace referencia a cuáles son las 

entidades territoriales en Colombia2 mientras que el artículo 287 hace referencia a su 

autonomía así: 

 
Constitución Política, Art. 287. Las entidades territoriales gozan de autonomía para la 
gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley. En tal virtud 
tendrán los siguientes derechos: 
 

1. Gobernarse por autoridades propias 
2. Ejercer las competencias que les correspondan. 
3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el 

cumplimiento de sus funciones. 
4. Participar en las rentas nacionales.  

  
En cuanto al artículo 288 hay que decir que este dispone que una ley orgánica es la que 

establecería las competencias entre la Nación y las entidades territoriales: 

 
Constitución Política, Art. 288. La ley orgánica de ordenamiento territorial establecerá la 
distribución de competencias entre la Nación y las entidades territoriales. 
Las competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales serán ejercidas conforme a los 
principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los términos que establezca la ley.   

 
                                                
 

2	Constitución	Política	Art.	286.	Son	entidades	territoriales	los	departamentos,	los	distritos,	los	municipios	y	los	territorios	indígenas.	
La	 ley	 podrá	 darles	 el	 carácter	 de	 entidades	 territoriales	 a	 las	 regiones	 y	 provincias	 que	 se	 constituyan	 en	 los	 términos	 de	 la	
Constitución	y	la	Ley. 
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Tanto los derechos de las entidades territoriales que habla el artículo 287 como la 

definición de sus competencias enunciadas en el artículo 288 han venido siendo 

desarrolladas por el Congreso de la República a través de la expedición de distintas 

leyes. La siguiente ilustración muestra una línea de tiempo de las principales normas que 

han asignado competencias a las entidades territoriales y, especialmente, a los 

municipios en Colombia.  

 

Ilustración 1 Línea de tiempo - Normas relacionadas con las competencias de los 
municipios en Colombia 

 
Fuente: Elaboración propia 

 
Antes de la expedición de la Constitución de 1991 el Gobierno Nacional a través del 

Decreto 1333 de 1986 expidió un régimen municipal en donde se daba el carácter de 

entidad territorial al mismo tiempo que a los Departamentos, a las intendencias, las 

Comisarías y a los Distritos Municipales conforme, por supuesto a la Constitución Política 

del 86. En este régimen municipal que, por cierto, algunas de sus disposiciones siguen 

vigentes, se fijaron las primeras competencias a los municipios fortaleciendo, a su vez, su 

autonomía dejando explícito los impuestos a su cargo como el predial y el de industria y 

comercio. Se desarrollaba tambien, la elección popular de alcaldes por un periodo de dos 

años y se hacía claridad sobre las competencias de los concejos municipales.  

 

Con la expedición de la constitución de 1991 se profundiza la descentralización territorial 

dejando claro cuáles son las entidades territoriales y otorgándoles algunas competencias. 
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También se deja establecido que dichas entidades pueden participar de los ingresos 

corrientes de la Nación a traves de lo que hoy en día se conoce como Sistema General 

de participaciones y antes situado fiscal. Es precisamente con la Ley 60 de 1993 que se 

crea el situado fiscal entendido como el porcentaje de los ingresos corrientes de la 

Nación cedido a los departamentos, el Distrito Capital y los distritos especiales para la 

atención de los servicios públicos de educación y salud de la población (Art. 9, Ley 60 de 

1993 ). 

 

Paradojicamente, la Ley 60 explícitamente fue denominada como “Por la cual se dictan 

normas orgánicas sobre la distribución de competencias de conformidad con los artículos 

151 y 288 de la Constitución Política y se distribuyen recursos según los artículos 356 y 

357 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones”, sin embargo nunca fue en 

realidad la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial a pesar de que enunciara que 

dictaba normas orgánicas.  

 

Con la Ley 136 de 1994 se pretendió dictar normas tendientes a la organización y 

funcionamiento de los municipios categorizándolos definiendo sus funciones y otorgando 

la posibilidad de dividirlos en comunas y corregimientos para las áreas urbanas y rurales 

respectivamente estableciendo, que en cada una de ellas debía existir una junta 

administradora local. Esta ley como las anteriores a pesar de establecer competencias a 

los municipios, no fue lo bastante clara en materia de delimitación entre lo que debían 

hacer los departamentos, diferenciados de las competencias de la Nación y los mismos 

municipios.  

 

En el año 2000 sí se expidieron dos leyes fundamentales para el funcionamiento de los 

municipios; a saber: la ley 617 y la ley 715. La primera contribuyó a que estas entidades 

territoriales (municipios) administraran responsablemente sus recursos y fueran 

consecuentes con las deudas adquiridas y la segunda reformó el situado fiscal 

reemplazándolo por el sistema General de Participaciones y definiendo los poncentajes 

de los ingresos corrientes de la nación sobre el cual se hacen las distribuciones.  

 

En cuanto a la ley 617 de 2000 es prudente resaltar que si bien fue responsable 

fiscalmente en su momento, ha generado hoy en día grandes limitaciones en los gastos 

de funcionamiento de las entidades territoriales puesto que no pueden aumentar sus 
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plantas de personal para cumplir con las funciones y competencias asignadas. Es por 

ello que valdría la pena hacer una evaluación del impacto que ha tenido la ley 617 de 

2000 frente a la capacidad institucional de las entidades, porque si bien las cifras 

globales demuestran cierto grado de eficacia y responsabilidad fiscal, las cifras de 

plantas de personal y de tamaño servidores públicos como proporción del PIB está muy 

por debajo de paises de la región y de paises a nivel mundial.    

 

Por su parte la Ley 715 de 2000 con el Sistema General de Participaciones estableció un 

monto fijo de más de 10 billones de pesos como base de cálculo que aumentaría 

anualmente de los ingresos corrientes de la Nación y fijó asignaciones especificas a los 

sectores de educación con un 58.5%, de salud con un 24.5% y un 17% para proposito 

general que, posteriormente con la expedición de la ley 1176 de 2014 este porcentaje se 

modificó así: 5.4% para agua potable y saneamiento básico y 11.6% para propósito 

general.  

 

Lo interesante del Sistema General de Participaciones - SGP es que innovó en crear las 

certificaciones de los distritos y municipios, esto significa que si los municipios cumplen 

con ciertos criterios de calidad y eficiencia pueden asumir de manera autónoma la 

administración de los recursos y la prestación de servicios pero si no, estos deben ser 

asumidos por los Departamentos. Igualmente, se innovó en los criterios de distribución 

para las entidades territoriales teniendo en cuenta las particularidades de cada sector 

involucrando variables como población atendida y por atender, esfuerzo fiscal, 

necesidades básicas insatisfechas, etc.    

 

Fue solo hasta el año 2011 que se expidió la Ley 1454, llamada Ley Orgánica de 

Ordenamiento Territorial -LOOT en desarrollo del artículo 288 de la Constitución Política. 

A pesar de que fueron veinte (20) años de espera por la expedición de la LOOT, una vez 

expedida quedaron sobre la mesa múltiples inconformidades e inexactitudes puesto que 

desarrolló aspectos que no hacían parte de esta ley, sino de una ley de ordenamiento 

territorial descuidando así aspectos estructurales propios de le incumbían como los de la 

definición de competencias entre los diferentes niveles de gobierno.  
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Dado que el único artículo que habla de competencias en la LOOT es el veintinueve (29) 

a continuación se relaciona en su integridad con el propósito de analizarlo con mayor 

detalle. 

 
Artículo 29. Distribución de competencias en materia de ordenamiento del territorio. Son 
competencias de la Nación y de las entidades territoriales en materia de ordenamiento del 
territorio, las siguientes: 
 
4. Del Municipio 
a) Formular y adoptar los planes de ordenamiento del territorio. 
b) Reglamentar de manera específica los usos del suelo, en las áreas urbanas, de expansión y 
rurales, de acuerdo con las leyes. 
c) Optimizar los usos de las tierras disponibles y coordinar los planes sectoriales, en armonía 
con las políticas nacionales y los planes departamentales y metropolitanos. 
Parágrafo 1°. La distribución de competencias que se establece en este artículo se adelantará 
bajo los principios de descentralización, concurrencia y complementariedad de las acciones 
establecidas por las entidades territoriales y en coordinación con lo dispuesto por sus 
autoridades respectivas en los instrumentos locales y regionales de planificación. 
Parágrafo 2°. Al nivel metropolitano le corresponde la elaboración de planes integrales de 
desarrollo metropolitano con perspectiva de largo plazo, incluyendo el componente de 
ordenamiento físico territorial y el señalamiento de las normas obligatoriamente generales que 
definan los objetivos y criterios a los que deben acogerse los municipios al adoptar los planes 
de ordenamiento territorial en relación con las materias referidas a los hechos metropolitanos, 
de acuerdo con lo previsto en la Ley de Áreas Metropolitanas. 

 
Como se vio el artículo 288 de la Constitución establece que la ley orgánica de 

ordenamiento territorial debe establecer las distribución de competencias entre la Nación 

y las entidades territoriales. No obstante y con base en el artículo veintinueve (29) de la 

LOOT, solo se observa que se fijan competencias a los municipios relacionadas con el 

ordenamiento del territorio. Dicho esto se reitera el argumento que la ley Orgánica de 

Ordenamiento Territorial, en sentido estricto no tuvo nada de orgánica y solo se limitó a 

tratar temas de ordenamiento territorial, es decir, no abordó con responsabilidad y 

profundidad las competencias de que trata el artículo 288 de la Constitución.  

 

Finalmente, en el año 2012 con la expedición de la ley 1551 se configura un nuevo 

régimen municipal tendiente a modernizar su organización y funcionamiento. Un factor 

innovardor de este nuevo régimen municipal es el de la diversificación de competencias 

al clasificarlas entre obligatorias y voluntarias (art. 8, ley 1551 de 2012).  

 
Ley 1551 de 2012. Artículo 8°. Diversificación de competencias. Habrá competencias 
obligatorias y competencias voluntarias. 
Se entiende por competencias obligatorias: aquellas que le son asignadas a cada municipio 
por la constitución y la ley. 
Se entiende por voluntarias: aquellas que los municipios manifiestan interés en asumirlas y 
para ello demuestran tener capacidad administrativa y técnica. 
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Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional podrá delegar mediante contrato plan atribuciones y 
funciones a cada municipio según su tipología y categoría especial. 
En todo caso la delegación de atribuciones, funciones y competencias que se adelante por 
parte del gobierno nacional o departamental siempre estará acompañada de la respectiva 
asignación y ajuste presupuestal que garantice el pleno cumplimiento de dicha competencia. 

 
Aunque bien intencionado y construido de manera técnica, el nuevo regimen municipal 

no se ha aplicado estrictamente en todas sus disposiciones. De hecho existen leyes 

expedidas desde 2012 que han asignado funciones a las entidades territoriales y no han 

estado acompañadas de la respectiva asignación o ajuste presupuestal. Un claro ejemplo 

de lo anterior es la ley 1801 de 2016 -Nuevo Código Nacional de Policía- donde son 

responsables en varias acciones las entidades territoriales, pero con los mismos recursos 

que manejan.   

 

3.2 Análisis jurisprudencial de la descentralización en 
territorial 

Entre tanto, la Corte Constitucional ha realizado varios pronunciamientos acerca de la 

descentralización territorial y sus implicaciones en materia de autonomía de las entidades 

territoriales y recursos financieros. A continuación se relacionan las principales 

sentencias de la Corte Constitucional acerca de la descentralización territorial. 
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Ilustración 2 Principales sentencias de la Corte Constitucional sobre 
Descentralización Territorial a partir de 1991 

 
 
En 1998 la Corte Constitucional a través de la sentencia C-496 definió a la 

descentralización como “un principio organizacional que tiene por objeto distribuir 

funciones entre la administración central y los territorios (descentralización territorial), o 

entre la primera y entidades que cumplen con labores especializadas (descentralización 

por servicios), de manera que el ejercicio de determinadas funciones administrativas sea 

realizado en un marco de autonomía por las entidades territoriales o las instituciones 

especializadas”  (C-496, 1998). Fíjese que el concepto traido aquí de descentralización 

territorial es simplemente el de distribución de funciones entre diferentes niveles de 

gobierno suponiendo, por supuesto, cierto grado de autonomía.  
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Ahora, en 1999 la Corte pasa a considerar a la descentralización como un fenómeno 

jurídico que se produce cuando hay un traslado de asuntos que serían de conocimiento 

de la autoridad central, a las autoridades territoriales […] de tal suerte, que la decisión 

administrativa […], no se adopta por la autoridad central, sino por un ente territorial […] 

(C-561, 1999). En cierto sentido la Corte reitera lo dicho con anterioridad frente a la 

descentralización concibiendola como traslado de funciones entre diferentes autoridades. 

De alguna manera, esta concepción de la Corte acerca de la descentralización, guarda 

total concordancia con las definiciones estandar adoptadas a nivel mundial.  

 

En el año 2001 la Corte constitucional se pronuncia acerca de la descentralización en 

tres sentencias que tratan por un lado los tipos de descentralización y su relación con la 

forma de organización del Estado y, por otro lado, la relación entre descentralización y 

sostenibilidad fiscal. En la sentencia C- 1258 la Corte señala que la descentralización 

apareja la existencia de la centralización y se concibe como el conjunto de relaciones 

bilaterales y dinámicas de carácter político, jurídico, económico, administrativo o técnico 

entre el órgano central y sus entidades descentralizadas y además agrega que no es 

previsible un régimen de descentralización como forma de organización política de un 

Estado, en donde no haya autonomía de los entes territoriales (C-1258, 2001). 

 

Es en este punto que la Corte reitera que la descentralización tiene una profunda relación 

con la autonomía de las entidades territoriales, llegando al punto de afirmar que esta es 

una condición sine qua non para valorar su existencia. Dicho de otro modo, todo proceso 

de descentralización implica autonomía aunque, tambien advierte la Corte, que no toda la 

autonomía de la entidades territoriales surge bajo el proceso de descentralización. Dicho 

esto, resulta pertinente indagar aún más acerca del concepto de autonomía y es por ello 

que en la sentencia C-1051 la Corte fija los siguientes parámetros: 

 
[A]utonomía significa la capacidad de gestión independiente de los asuntos propios. 
Etimológicamente, autonomía significa autonormarse, y de ella se derivan las siguientes 
consecuencias: a. Capacidad de dictar normas; b. Capacidad de la comunidad de designar sus 
órganos de gobierno; c. Poder de gestión de sus propios intereses y d. Suficiencia financiera 
para el desempeño de sus competencias (C-1051, 2001). 

 
Estas cuatro consecuencias de la descentralización denominadas así por la Corte, se 

convierten en parámetros para evaluar el proceso de implementación de la 

Descentralización en Colombia. Sobretodo cobra especial relevancia la relacionada con 
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la suficiencia financiera para el desempeño de sus competencia a propósito del 

pronunciamiento realizado por la misma corte a través de la sentencia C- 1112 de 2001. 

 

A propósito de una demanda de inconstitucionalidad presentada a la norma 617 de 2000 

en donde se cuestionaba la categorización realizada a los municipios y departamentos y, 

por ende, las restricciones a los gastos de funcionamiento, la Corte Constitucional se 

pronunció en su defensa argumentando que las razones de sostenibilidad fiscal que tuvo 

el legislador para expedir la mencionada ley eran fundamentales para continuar con el 

proceso de descentralización político y administrativo implementado por la Constitución. 

 
En conclusión, nada impedía, entonces, con fundamento en estos supuestos y circunstancias 
diferentes, radicadas principalmente en la particular situación económica, administrativa y 
financiera antes descrita de los departamentos, municipios y distritos, que el legislador 
expidiera un tratamiento legislativo exclusivamente para que dichas entidades se sometiesen a 
normas diseñadas con el fin de recuperar su capacidad de pago real, así como la 
sostenibilidad fiscal necesaria para poder continuar con el proceso de descentralización político 
y administrativo implantado desde la entrada en vigencia de la Carta Política de 1991 y con a 
consolidación de una verdadera autonomía local y regional con responsabilidad (C-1112, 
2001).  

 
Más adelante, en el año 2004 la Corte declaró inexequible el acto legislativo 01 de 2003 

que pretendía realizar una integración regional entre Bogotá y el departamento de 

Cundinamarca dado que no cumplió con los requisitos de procedimiento exigidos para su 

aprobación (ocho debates). Sin entrar a juzgar los errores de procedimiento cometidos 

por el legislador es interesante analizar por qué se quería elevar a rango constitucional 

esta región administrativa y de planificación desligada de lo que se había dispuesto para 

la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial.  

 

En el año 2009 y visto hoy en retrospectiva el escenario en que aún no había sido 

expedida la ley orgánica de ordenamiento territorial, la Corte manifestó que era 

precisamente la LOOT la que debía preveer los criterios para la creación, eliminación, 

modificación o fusión de las entidades territoriales con excepción de los municipios, pues 

esta facultad ya se le había otorgado a las asambleas departamentales. Vale la pena 

anotar que una vez expedida la LOOT en el año 2011, esta no abordó los temas de 

creación o supresión de entidades territoriales y solo hizo mención a los departamentos 

de la siguiente manera: 

 
Ley 1454 de 2011. Artículo 23. Creación de departamentos. La creación de departamentos 
cuyos territorios correspondan parcial o totalmente a una o varias regiones administrativas y de 
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planificación deberá contar con el concepto de la Comisión de Ordenamiento Territorial, del 
Departamento Nacional de Planeación y la aprobación del Congreso de la República, previa 
convocatoria a consulta popular, de acuerdo con los lineamientos legales establecidos por el 
legislador y la Constitución (Art. 23, Ley 1454 de 2011). 

 
En el año 2010 la Corte reitera su defensa de la autonomía de las entidades territoriales 

con el pronunciamiento realizado en la sentencia C-149 que declaró inexequible un 

artículo del plan de desarrollo 2007-2010 acerca de los macroproyectos de interés social 

nacional con el argumento que se estaban usurpando las competencias de los concejos 

municipales y distritales para ordenar el territorio. Adicional a esto, la Corte rescata la 

importancia del principio de coordinación que debe existir entre los diferentes niveles de 

gobierno.  

 

En 2012 se produce un pronunciamiento por parte de la Corte Constitucional en razón a 

la expedición de la LOOT. Ante una demanda de insconstitucionalidad que reclamaba por 

la omisión cometida por el legislador al no desarrollar a las regiones como entidades 

territoriales, la Corte expresó que se encontraba en el caso de una omisión legislativa 

absoluta. No obstante, lo relevante de este pronunciamiento fue que se afirmó que las 

leyes orgánicas de ordenamiento territorial no tenían que estar contenidas en un 

documento único y, por ende, se debía hablar de una "legislación orgánica de 

ordenamiento territorial".  

 

Sin pretender emitir algún juicio de valor sobre el particular, lo que se observa es que se 

dejó abierta la posibilidad de que más adelante se dicten normas orgánicas relacionadas 

con la competencias de las entidades territoriales. De hecho en ese mismo 

pronunciamiento la Corte exhortó al Gobierno Nacional y al Congreso de la República a 

que regule lo concerniente a las regiones como entidades territoriales. 

 

El último pronunciamiento reciente realizado por la Corte Constitucional y relacionado 

con las competencias de las entidades territoriales tuvo lugar en el año 2015 a propósito 

de la expedición del régimen Distrital, a saber: ley 1617 de 2013. El régimen distrital de 

2013 estableció que todos los distritos debían orgnizarse internamente en localidades y 

que para su funcionamiento estos (distritos) debían destinar al menos el 10% de los 

ingresos corrientes en las localidades teniendo en cuenta las necesidades básicas 
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insatisfechas y los criterios de distribución que establezca la respectiva entidad de 

planeación.  

 

Fue entonces cuando un ciudadano decidió demandar tal disposición argumentando que 

violaba la autonomía de las entidades territoriales y la Corte Constitucional se pronunció 

por medio de la sentencia C- 262 de 2015. En dicha sentencia se evaluó la categoría de 

los ingresos corrientes de las entidades territoriales y se trajo a colación la teoría de los 

ingresos endógenos y exógenos. En suma, el asunto central que abordó la Corte fue 

sobre si la disposición demandada en realidad sí o no imponía límites a la autonomía de 

las entidades territoriales concluyendo al final que no se viola tal autonomía porque lo 

que pretendió el legislador fue “profundiar la descentralización dentro de la propia 

autonomía territorial (C-262, 2015)”.  

 

Bajo este panorama, se concluye que la Corte Constitucional a través de los años a 

adoptado diferentes posturas acerca de la descentralización territorial. Parece ser que 

cada pronunciamiento de la corte ha dependido de la situación coyuntural que vive el 

país en determinado momento y se ha optado por adecuarse a las necesidades 

gubernamentales. En concreto las postura jurisprudencial acerca de la descentralización 

ha girado acerca de la autonomía y la sostenibilidad fiscal pasando por la expectativa y la 

realidad de lo que fue la expedición de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial y de 

los regímenes municipal y distrital.  

3.3 Análisis cualitativo de la descentralización territorial 
A continuación se presentan los principales resultados de las entrevistas realizadas a los 

servidores públicos de carrera administrativa y de libre nombramiento y remoción de la 

Secretaría Distrital de Gobierno. Los temas tratados van desde la legitimidad del Estado 

y la autonomía de las entidades territoriales, hasta las falencias de su implementación y 

los problemas normativos que existen alrededor de esto.   

 
Legitimidad del estado y cercanía con el ciudadano 
 
La legitimidad del Estado en términos prácticos se traduce en que este logre tener una 

cercanía efectiva con los ciudadanos y así se solucionen oportuna y eficazmente las 

necesidades a través de la óptima prestación de bienes y servicios. Es por ello que, 
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dejando de lado cualquier precepto filosófico acerca del concepto de legitimidad, esta 

debe ser quizá la mayor preocupación del gobierno nacional y de los gobiernos 

territoriales puesto que, en últimas, es el propósito principal de la descentralización.  

 

La forma de organización del Estado como república unitaria, descentralizada y con 

autonomía de sus entidades territoriales es producto, entre otras cosas, de la búsqueda 

de un arreglo institucional eficiente y de una representación legítima por parte de los 

gobernantes. En consecuencia, la elección popular de alcaldes y gobernadores tuvo la 

intención de otorgar a los ciudadanos un mayor poder de decisión sobre los temas que 

los afectan y sobre los cuales podrían tener un grado de injerencia.  

 

Esta concepción de la descentralización así es entendida por algunos profesionales de 

carrera administrativa tal y como se evidencia a continuación:  

 
De manera profesional lo que uno puede ver, se necesita el gobierno descentralizado, ya que 
el gobierno centralizado no se da cuenta de muchas acciones que pueden hacer en el 
territorio. Pero en cuanto a lo centralizado es en cuanto a la línea de acción y en cuanto a lo 
que hay que hacer, pero frente a la ejecución y todo eso es más el tema descentralizado 
(Morales, 2017). 
 
Creería que hay mayor apropiación con la descentralización, porque en las entidades 
pequeñas de pronto puede haber un mayor compromiso, ahí digamos que la gente puede tener 
mayor contacto y mayor empoderamiento dentro de cada una de las entidades. Pero eso 
funciona si  existen efectivamente las herramientas de coordinación con las cabezas 
empoderaras para que  todos trabajen para el mismo fin (Zarate, 2017). 
 

De manera que en principio la descentralización es entendida como una adecuada forma 

de organización del Estado para la búsqueda del buen gobierno en donde la legitimidad y 

la cercanía con el ciudadano son los factores principales. Sin embargo, dado que el 

problema resulta aún mucho más complejo en su implementación es necesario hacer un 

énfasis sobre el particular.  
 

Competencias y Funciones 

 

Una vez cualquier Estado en el mundo decide descentralizar, la primera cuestión que hay 

que pensar es en cuáles son las competencias que mejor podrían asumir los gobiernos 

subnacionales. Las competencias de los temas que se descentralizan para que sean 

asumidas por los gobiernos subnacionales van desde la administración del sistema 
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educativo, hasta la responsabilidad de asumir la seguridad ciudadana o el trasporte 

público. Independientemente de la decisión que se asuma, es indispensable que los 

criterios para la toma de decisiones siempre sean los de eficiencia y efectividad, 

entendido esto como la capacidad que tienen aquellos gobiernos para asumir las 

funciones otorgadas. 

 

En Colombia el tema de las competencias no ha sido tan afortunado en vista que las 

entidades territoriales y, en especial, los municipios tienen asignadas múltiples funciones 

las cuales no tienen la capacidad institucional para asumir. No es totalmente claro cuáles 

son las funciones de la Nación, diferenciadas de las de los Departamentos y de las de los 

Municipios. De hecho en algunos casos estás funciones resultan siendo compartidas. Así 

lo observa uno de los entrevistados: 

 
Está el tema de reglas de juego, entonces las entidades territoriales, no tienen reglas de juego 
claras, en el sentido que cualquier ley en cualquier momento les da una competencia, en 
temas ambientales, en temas de gestión del riesgo, en temas de convivencia y seguridad, en 
términos de justicia policiva, en cualquier momento. No hay ninguna correspondencia de las 
reglas de juego con ese incremento de capacidad institucional (Chaparro, 2017). 

 
Existen algunas leyes como el régimen municipal o departamental que asigna funciones 

a estas entidades territoriales. No obstante, se debe entender que además de estas 

existen otras normas en materia financiera, presupuestal y tributaria, así como también 

existen en materia de prestación de servicios públicos. De hecho resulta preocupante 

que ante los casos que se ponen de presente en la agenda pública y que logran tener 

como resultado un instrumento normativo, también les asignan funciones a las entidades 

territoriales. Un claro ejemplo de lo mencionado es el tema de las víctimas del conflicto 

armado (ley 1448 de 2011) o el de control de ácidos producto de las agresiones 

generadas en contra de las mujeres (ley 1773 de 2016). 

 

En efecto, el verdadero problema no es la simple asignación de funciones a las entidades 

territoriales, sino que no se mide su posible impacto y la capacidad de implementación 

por parte de la entidad territorial. La manera más sencilla de evidenciar esta capacidad 

de implementación es con la asignación de recursos. Con cada asignación de función 

debe venir su fuente de financiación, lo cual en la práctica es superfluo y ambiguo. Sobre 

este tema se mencionó lo siguiente: 

 
Sí, todavía casi que a diario se generan obligaciones para las entidades y nadie se pone a 
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hacer el análisis, aunque debería hacerlo, de cual es el impacto fiscal, ni siquiera administrativo 
de esas nuevas funciones. Por ejemplo, a partir de hoy una determinada alcaldía, una 
gobernación va a manejar el recaudo del comparendo ambiental, oiga pero para eso 
necesitamos contratar gente especializada en derecho público que conozcan el Código de 
Policía, que conozcan el territorio, que conozcan de medidas ambientales, los que hacen la 
gestión de la cartera de esos comparendos que no se pagan; es decir, esa sola determinación 
de una parte de una norma, no mide todo el impacto, todo el gasto que conlleva y la recarga 
administrativa (Pérez, 2017). 

 
En síntesis se puede decir que la legitimidad del Estado para lograr el objetivo de la 

descentralización de cercanía con el ciudadano deber ser analizada bajo las funciones 

asignadas a estas entidades pero, a su vez, con el verdadero poder de decisión 

autónoma sobre los asuntos por parte de las entidades territoriales y con los recursos 

que le son asignados para cumplir con su responsabilidad.  

 

 

 
Autonomía y Recursos 
 
La autonomía de las entidades territoriales es la capacidad que estas tienen para decidir 

sus propios asuntos. Dicha autonomía, por ejemplo, radica en la capacidad que tiene una 

administración municipal de formular su propio plan de desarrollo, determinar su 

estructura administrativa y determinar su planta de personal. Sin embargo la autonomía 

en sí no está dirigida a la administración territorial sino a los ciudadanos que eligen sus 

propios gobernantes. Por esta razón es la autonomía relacionada con la democracia es la 

hace legitima la administración y determina de alguna manera sus prioridades. 

 

Un Estado organizado bajo la figura de república unitaria, descentralizado, con 

autonomía de sus entidades territoriales tiene sentido en vista que son los ciudadanos 

quienes conocen de primera mano sus necesidades y cada particularidad del territorio 

que habitan. Por lo tanto, son los ciudadanos lo que pueden proponer soluciones 

coherentes a las dificultades que enfrentan. Es así como elegir los gobernantes 

territoriales es la muestra más clara de autonomía de las entidades territoriales y, en 

cierto sentido, es el afianzamiento de la democracia en el país. Dicho de otro modo, así 

lo expreso uno de los entrevistados:  

 
Es bueno descentralizarlos porque hay cuestiones que a veces se conocen mejor las 
situaciones en el mismo territorio que se desconocen al nivel nacional, los que están viviendo 
la situación son los que realmente saben las necesidades que tienen y son los que pueden 
programar sus actividades con base en eso. Porque si todo se centralizara hay veces que las 
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entidades del nivel central, priorizan las cosas dependiendo de otros criterios y no tienen en 
cuenta lo que realmente se necesita en cada entidad territorial (Bautista 2017). 

 
Lo cierto es que la autonomía y, por tanto, el afianzamiento de la democracia se ve 

reducido en todos los casos por la limitación de recursos económicos que tienen las 

entidades territoriales. Por un lado, se observa una limitación para adquirir recursos 

propios observando una dependencia dramática de las transferencias de la Nación y una 

escasa capacidad para generar ingresos corrientes. Por otro lado, frente a la 

administración de sus recursos, también se observa una limitación impuesta por la 

Nación frente al crecimiento de los gastos de funcionamiento. 

 
 
 

Ilustración 3 Oraciones relacionadas con "autonomía" expresadas por los entrevistados 

 
 
 
Frente a la primera situación hay que decir que los ingresos corrientes de libre 

destinación de los municipios categorizadas en quinta y sexta categoría son casi nulos. 

Esto sucede porque sus principales fuentes de ingreso como el predial o el impuesto de 

industria y comercio en aquellas entidades es muy bajo. No se puede desconocer que el 

catastro en el país, a pesar de los esfuerzos realizados por el gobierno nacional en la 

última década, sigue siendo desactualizado. También, no se puede obviar que en los 

municipios de quinta y sexta categoría la industria y el comercio no son relevantes frente 

al recaudo de impuestos.  

 

Lo que queda a las entidades territoriales, entonces, son unos recursos provenientes de 

la Nación destinados para salud, educación y propósito general (agua potable y 

saneamiento básico). 

 
Los municipios un Colombia en su gran mayoría son categorías 5 y 6, que tienen dificultades 
para proveerse sus propios recursos dado que los ingresos por impuesto predial e industria y 
comercio son escasos por el poco valor que tienen los predios y por la alta informalidad del 
comercio, alcanzando los recursos recaudados escasamente para su funcionamiento y el tema 
de inversión se atiende casi que exclusivamente con las transferencias de la nación y las 



38 Descentralización y Relaciones Intergubernamentales en Colombia, una mirada 
desde el Sistema de Gestión de Personal 

 
inversiones que pueden generarse desde los departamentos. En el caso de municipios de 
mayor categoría la situación cambia un poco, por el nivel de recursos que tienen (González, 
2017). 

 
Aunado a lo anterior la siguiente situación tiende a ser más preocupante y es que las 

entidades territoriales no pueden aumentar sus gastos de funcionamiento dado las 

restricciones impuestas por las Ley 617 de 2000. En este sentido, las entidades 

territoriales cuentan con escasas plantas de personal y, en consecuencia, con una amplia 

incapacidad para asumir sus funciones. Es pertinente recordar, como ya se anotó, que 

frente al PIB el número de servidores públicos que prestan sus servicios al Estaco 

colombiano es de los de menor proporción en la región. En otros términos, se reitera que 

la nómina del Estado colombiano no es suficiente para las funciones que se asumen ni 

para los retos que se generan diariamente.  

 
La ley 617 de 2000 aunque responsable fiscalmente, ha sido un problema para ello. Qué 
encontramos, que a veces entidades territoriales no cuentan con el personal suficiente, con la 
capacidad institucional en términos generales, para sumir las competencias que da la norma, la 
Constitución, la jurisprudencia, incluso, los órganos de control que en su coadministración han 
proferido, entonces sí es un obstáculo bastante grande (Chaparro, 2017). 

 
Analizando en detalle lo dispuesto en la Ley 617 de 2000 se evidencia que efectivamente 

existen restricciones severas frente a los gastos de funcionamiento de entidades 

territoriales. Dichas restricciones van desde la licencia de destinar máximo el 50% de los 

ingresos corrientes a las entidades territoriales más grandes, hasta destinar máximo el 

80% a las mas pequeñas.   

 
Ley 616 de 2000. Artículo 6. Valor máximo de los gastos de funcionamiento de los distritos y 
municipios. durante cada vigencia fiscal los gastos de funcionamiento de los distritos y 
municipios no podrán superar como proporción de sus ingresos corrientes de libre destinación, 
los siguientes límites: 

Tabla 1 Valor máximo de los gastos de funcionamiento de los distritos y municipios 

Categoría Límite 

Especial 50% 
Primera 65% 
Segunda y Tercera 70% 
Cuarta, quinta y sexta 80% 

(Fuente: elaboración propia) 
 

Pareciera,  a primera vista, que destinar en las entidades territoriales clasificadas en 

cuarta, quinta y sexta categoría un 80% para gastos de funcionamiento no es una 
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limitación como lo mencionaron los entrevistados. No obstante, y remitiéndose al artículo 

3 de la Ley en mención se haya la razón a los entrevistados porque dichos gastos 

corresponden a los ingresos tributarios y no tributarios y, como ya se anotó, estos son 

especialmente reducidos en aquellas entidades. 

 
Ley 617 de 2000. Artículo 3°. Financiación de gastos de funcionamiento de las entidades 
territoriales. Los gastos de funcionamiento de las entidades territoriales deben financiarse con 
sus ingresos corrientes de libre destinación, de tal manera que estos sean suficientes para 
atender sus obligaciones corrientes, provisionar el pasivo prestacional y pensional; y financiar, 
al menos parcialmente, la inversión pública autónoma de las mismas. 

Parágrafo 1°. Para efectos de lo dispuesto en esta ley se entiende por ingresos corrientes de 
libre destinación los ingresos corrientes excluidas las rentas de destinación específica, 
entendiendo por estas las destinadas por ley o acto administrativo a un fin determinado. 

Los ingresos corrientes son los tributarios y los no tributarios, de conformidad con lo dispuesto 
en la ley orgánica de presupuesto. 

Como se muestra en la tabla que se relaciona a continuación, los ingresos tributarios de 

los municipios clasificados en sexta categoría solo representan el 12.1% del total de 

ingresos por este concepto a nivel nacional. Por su parte, los ingresos no tributarios, 

representaron tan solo el 8.9% del total de ingresos por este concepto a nivel nacional. 

Ahora bien, al estar más del 90% de los municipios del país clasificados en sexta 

categoría, cuando se suma en su conjunto se observa que logran superar, por ejemplo a 

los que están clasificados en segunda categoría ya que no son más de 50.   
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Ilustración 4 Ingresos municipales 2015. Discriminación por categoría 

 
Tabla 2. DNP (2016). Desempeño fiscal de los departamentos y municipios 2015. Informe del Departamento Nacional de 

Planeación. Bogotá, D.C. 2015. 

 
De esta manera se hace evidente que los municipios de categorías especial y primera 

son los que más cuentan con ingresos tributarios y no tributarios. Por ende son los que 

más podrían tener fortalecidas sus plantas de personal derivadas de los gastos de 

funcionamiento. Lamentablemente, a pesar de que los que se clasifican en quinta y sexta 

categoría pueden destinar hasta un 80% se sus ingresos corrientes en gastos de 

funcionamiento, como se demostró esta cantidad no es representativa en términos 

absolutos, lo cual ocasiona serios problemas de eficiencia en la implementación de 

políticas.  

 
Eficiencia en la implementación de políticas 

 

Una definición de eficiencia puede ser que esta es el logro de un objetivo determinado 

con los recursos disponibles. Lo relevante de esta definición es que implícitamente tiene 

dos condicionantes para que se lleve a cabo; a saber: I] Que exista un objetivo claro y II] 

Que existan recursos disponibles. Siendo excesivamente taxativo y aunque se ha 

mencionado que el fin último de la descentralización es el de lograr cercanía y legitimidad 
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con el ciudadano a través de la provisión de bienes y servicios, también es cierto que, 

como se dijo, las competencias de las entidades territoriales son variadas y muchas 

veces indeterminadas. Ahora frente a los recursos disponibles es interesante traer a 

colación lo dicho por uno de los entrevistados: 

 
Si, la capacidad institucional no solamente está en función de su recurso humano sino también 
de su recurso tecnológico y físico. Si uno hace visitas a algunas entidades, realmente los 
espacios en donde se desarrollan las acciones, y la tecnología que se tiene no es suficiente 
para cumplir con todos los requerimientos que tiene la dinámica del Estado (Ayala, 2017).  

 
Es constante escuchar desde diversas posiciones que nos enfrentamos a un mundo 

digital en donde se debe aprovechar y utilizar las nuevas tecnologías. Lo preocupante 

resulta que aún los municipios del país presentan un atraso considerable en cuestiones 

que parecieran ser básicas como deficiencias en el acceso a internet, atraso en la 

tecnología de los equipos de cómputo y obsolescencia de otros instrumentos 

tecnológicos. Para no ir más allá, sorprende comprobar que en las alcaldías locales de 

Bogotá, D.C. se presenta un nivel de obsolescencia en los equipos de cómputo de más 

de un 70%3.  

 

Sin duda el atraso tecnológico no es de menor importancia, aunque lo es más la falta de 

profesionalización de la administración pública en el nivel territorial y, también, el 

reducido número de servidores públicos que prestan sus servicios. Esta situación se 

presenta en entidades territoriales de categoría especial hasta los de sexta. En Bogotá, 

D.C. en nivel central de la administración se encuentra más o menos bien estructurado, 

pero en las alcaldías locales es dramático las insuficiencias de personal. Conforme con lo 

dicho por uno de los entrevistados se relaciona lo siguiente:   

 
Uno ve muy contrariamente a lo que la gente piensa que el aparato burocrático es muy grande, 
pero uno ve las plantas de personal de entes territoriales, incluso aquí en Bogotá. Aquí 
tenemos alcaldías locales que manejan mas de 1 millón de habitantes; sin embargo, el 
personal de planta no llega a ser de 40, y para atender una población de más de un millón de 
habitantes con 40 funcionarios de planta de los cuales 20 son auxiliares, pues realmente la 
capacidad institucional no es que sea lo suficientemente buena. Eso lo que hace es que se 
engorde el aparato burocrático mediante la figura de prestación de servicios. Entonces eso es 
la consecuencia de lo primero. En las entidades territoriales es lo mismo, el manejo de 
contrataciones es bastante alto (Vélez, 2017). 

 
                                                
 

3	 Fuente:	 Dirección	 de	 Tecnologías	 de	 Información,	 Secretaría	 Distrital	 de	 Gobierno	 (2017).	 Plan	 de	 modernización	 de	 sedes	
Administrativas.	
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Hasta aquí se ha tratado el tema de la descentralización y de las consecuencias que este 

proceso ha ocasionado en la capacidad institucional de las entidades territoriales. Ahora, 

hace falta entrar en el punto en concreto del sistema de gestión de talento humano 

colombiano, de nuevo con base en la evidencia cualitativa. Se aborda, en lo que sigue, 

estado actual de la carrera administrativa conforme a las normas y la jurisprudencia, 

problemas de implementación de la carrera administrativa, temáticas como el mérito y 

transparencia, incentivos del sistema y aspectos relacionados con política y clientelismo. 

 

 

 

 



 

 
 

4. Análisis normativo, jurisprudencial y 
cualitativo del Sistema de Gestión del 
talento humano 

4.1 Análisis normativo del sistema de gestión del talento 
humano 

Aunque en Colombia se ha hablado de carrera administrativa desde el año 1938, fue 

realmente hasta la constitución de 1991 que se eleva a rango constitucional4 

determinando que esta es la regla general para el ingreso al servicio público. A partir de 

esto y, en contraste con la descentralización, son pocas las leyes que se han expedido 

sobre el particular.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                
 

4	Art.	125,	CP.	Los	empleos	de	los	órganos	y	entidades	del	Estado	son	de	carrera.	Se	exceptúan	los	de	elección	popular,	 los	de	libre	
nombramiento	y	remoción,	los	de	trabajadores	oficiales	y	los	demás	que	determine	la	ley[…].				
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Ilustración 5 Normas expedidas a sobre función pública a partir de la Constitución de 

1991 

 

 
 

Fuente: elaborción propia 
 
En el año 1992 el Congreso de la República expidió la Ley 27 desarrollando en un primer 

momento el artículo 125 de la Constitución y dictando normas adicionales sobre 

administración de personal al servicio del Estado. La definición acogida en la mencionada 

ley sobre carrera administrativa fue que esta era un sistema técnico de administración de 

personal. Igualmente, en esta ley se desarrolla la Comisión Nacional del Servicio Civil y 

también se contempla el ingreso extraordinario a la carrera para los empleados del nivel 

territorial.   

 

En cuanto a los concursos se contemplaban de dos tipos; a saber: I] abiertos para el 

ingreso a la carrera administrativa y II] de ascenso para el personal que ya se encontraba 

escalafonado en la carrera. Allí tanto los organismos y entidades tenían la competencia 

de realizarlos bajo la supervisión de la Comisión Nacional del Servicio Civil. 

 

Con la expedición de la ley 443 en 1998 se conserva la definición de carrera 

administrativa como un sistema técnico de administración de personal. Por su parte se 

1991		
ConsJtución	

PolíJca	
• Se	eleva	la	carrera	

administrJva	a	
rango	

consJtucional.	

1992		
Ley	27	

• Se	contempló	
ingreso	

extraordinario	a	
empleados	del	
nivel	territorial.		

	
		

1998	
Ley	443	

• Reforma	CNSC	y	
se	crean	

comisiones	
departamentales	
y	distritales.			
• Se	prohiben	
inscripciones	

extraordinarias.	

2004		
Ley	909	

• Se	regula	empleo	
público,	carrera	
administraJva	y	
gerencia	pública.	

2015		
Decreto	1083	
• Decreto	único	
reglamentario	
sobre	función	

pública.	
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desarrollan los sistemas específicos de carrera administrativa, se introducen reformas a 

la Comisión Nacional del Servicio Civil creando, a su vez, comisiones departamentales y 

distritales. Se conserva tanto competencia de cada entidad de realizar la selección de 

personal bajo las directrices y vigilancia de la CNSC como la posibilidad de realizar 

concursos de ascenso y abiertos. Como novedad, se introduce el instrumento de la 

evaluación de desempeño para los servidores de carrera y se ordena que toda 

modificación a la planta de personal debe estar soportada bajo estudios técnicos.   

 

Dado que la ley 443 fue demandada en varios aspectos por considerarla 

insconstitucional, el gobierno nacional se abstuvo de reemplazarla de manera inmediata. 

Solo hasta el año 2004 a través de la expedición de la ley 909 se aprueba la ley hoy 

vigente sobre carrera administrativa y, en general, sobre la gestión y gerencia de 

personal que presta sus servicios al Estado colombiano. La ley 909 devulve la integridad 

y unidad a la Comisión Nacional del Servicio Civil otorgándole la posibilidad de 

desconcentrarse. Adicionalmente, se introduce como causal de retiro las “razones de 

buen servicio” y en su artículo 29 se establece que “los concursos tanto para el ingreso y 

el ascenso serán abiertos”, lo que en la práctica genera que no haya ascenso.  

 

Frente a la real imposibilidad de los ascensos a través de concursos cerrados y entre las 

personas escalafonadas en carrera administrativa, lo que se contempla por parte de la 

ley 909 en su artículo 31 es una especie de privilegio dirigido a las personas que se 

encuentran inscritas en carrera administrativa pero que deciden participar en un concurso 

abierto por otro empleo. El privilegio entonces, es que se les respeta los derechos de 

carrera administrativa a quienes estén inscritos y se ganen por concurso abierto un 

empleo distinto al que tienen la titularidad. Lo dicho se lee de lo contemplado en el 

artículo 31 de la ley 909 de 2004 así: 

 
Ley 909 de 2004. Artículo 31. Etapas del proceso de selección o concurso.  
 
[…] 
5. Período de prueba. La persona no inscrita en carrera administrativa que haya sido 
seleccionada por concurso será nombrada en período de prueba, por el término de seis (6) 
meses, al final de los cuales le será evaluado el desempeño, de acuerdo con lo previsto en el 
reglamento. 
Aprobado dicho período al obtener evaluación satisfactoria el empleado adquiere los derechos 
de la carrera, los que deberán ser declarados mediante la inscripción en el Registro Público de 
la Carrera Administrativa. De no obtener calificación satisfactoria del período de prueba, el 
nombramiento del empleado será declarado insubsistente. 
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El empleado inscrito en el Registro Público de Carrera Administrativa que supere un concurso 
será nombrado en período de prueba, al final del cual se le actualizará su inscripción en el 
Registro Público, si obtiene calificación satisfactoria en la evaluación del desempeño laboral. 
En caso contrario, regresará al empleo que venía desempeñando antes del concurso y 
conserva su inscripción en la carrera administrativa. Mientras se produce la calificación del 
período de prueba, el cargo del cual era titular el empleado ascendido podrá ser provisto por 
encargo o mediante nombramiento provisional. 

4.2 Análisis jurisprudencial del sistema de gestión del 
talento humano 

Llegados a este punto, hace falta indagar cuáles han sido las diversas posiciones de la 

Corte Constitucional frente a la carrera administrativa, específicamente en lo relacionado 

con el ascenso y el principio de igualdad, las razones de buen servicio como causal de 

retiro y las inscripciones extraordinarias en la carrera administrativa sin previo concurso 

de méritos sino a través de actos legislativos.   

 
Ilustración 6 Principales sentencias sobre el sistema de gestión de personal a partir de 

1991 

 
 

Dado que el mérito es el eje fundamental para el ingreso a la carrera administrativa y que 

este se constata en el caso colombiano por medio de la realización de concursos 

(pruebas de conocimiento y aptitudes), la Corte Constitucional luego de la expedición de 

1991 ha fijado dos posiciones diferentes con el pasar de los años. En un principio, se 

1994	
• C-	195	
• C-	514	

• Definen	criterios	
para	idenJficar	
cargos	de	libre	
nombramiento	y	

remoción.	

1997	
•  	C-63	

• Reconoce	
importancia	de	
concursos	de	
ascenso	y	se	
conciben	
concursos	
cerrados.	

•  Introduce	
concursos	mixtos.	

2002	
• C-266S	

• Cambio	de	
posición	frente	a	

concursos	
cerrados	bajo	el	
argumento	del	
principio	de	
igualdad.		

2005	
• C-501	
• Declara	

inexequibe	la	
causal	de	reJro	de	
"buen	servicio"	
• C-1262	
• Reitera	

prohibición	de	
realizar	concursos	

cerrados.	

2009	
• C-588	
• Declara	

inexequible	acto	
legislaJvo	1	de	

2008	que	
pretendía	realizar	
incorporaciones	
extraordinarias	a	

la	carrera	
administraJva.	

2012	
• C-249	
• C-305	

• Declaran	
inexequible	acto	
legislaJvo	4	de	

2011	que	
pretendía	realizar	
incorporaciones	
extraordinarias	a	

la	carrera	
administraJva.	

2015	
• C-034 	 		

• Defiende	
posibilidad	que	las	
enJdades	públicas	
puedan	realizar	
concursos	mixtos.	
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defendió la postura en donde los organismos y entidades públicas podían realizar 

concursos abiertos y cerrados y luego se cambia de posición para concebir únicamente 

los concursos abiertos y mixtos. 

 

Los concursos abiertos son aquellos es donde se abre la posibilidad a toda la ciudadanía 

para que se presente a un empleo vacante de carrera administrativa con base en unos 

requisitos de estudios y experiencia. Los concursos cerrados son aquellos en donde 

únicamente participan personas que están escalafonadas en carrera administrativa cuya 

pretensión es acceder a un empleo de mayor jerarquía. Por su parte el concurso mixto es 

aquel donde una entidad pública decide abrir unas vacantes para toda la ciudadanía y al 

mismo tiempo otras para las personas que ya están escalafonadas en carrera 

administrativa.  

 

Uno de los primeros pronunciamientos realizados por la Corte en materia de gestión de 

personal fue el relacionado con las particularidades de los empleos de libre 

nombramiento y remoción. En concreto, la Corte argumentó en el año 1994 a través de 

las sentencias C- 514 y 595 que los empleos de libre nombramiento y remoción son 

aquellos cargos en donde se les otorga un grado de capacidad de decisión o se requiere 

plena confianza. Estos criterios, acogidos hoy en día son los que determinan que todos 

los empleos que pertenecen al nivel directivo y asesor sean de libre nombramiento y 

remoción, así como los cargos asistenciales (secretarias y conductores) adscritos a los 

despachos de los jefes de las entidades.   

 

Más adelante, en el año 1997 por medio de la sentencia C- 63 la Corte abordó el tema de 

los concursos cerrados realizados por las entidades públicas para garantizar los 

ascensos a las personas inscritas en carrera administrativa. En esa oportunidad, se 

defendieron tales concursos bajo el argumento que protegían “de manera preferente las 

expectativas de ascenso de los servidores ya escalafonados” (C-63, 1997). 

Sin embargo, la posición de la Corte cambió en el año 2002 pronunciándose frente a la 

inconveniencia de la realización de concursos cerrados ya que violan el principio de la 

igualdad de oportunidades. En esta posición la Corte considera que no por el hecho de 

que una persona esté escalafonada en la carrera administrativa tiene más derecho que 

otro ciudadano que no lo esté. Por ende, cuando se presente una vacante definitiva, las 
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entidades públicas deben realizar un concurso abierto o, en su defecto, un concurso 

mixto. En la práctica, este pronunciamiento de la Corte ocasionó que ahora los concursos 

de ascenso sean inexistentes o que se asemejen a los concursos abiertos.  

Como quiera que sea esta posición resulta bastante rebatible al tener en cuenta que un 

sistema de gestión de personal basado en la carrera administrativa implica movimiento, 

es decir, ascenso. Desconocer que la permanencia en la carrera administrativa genera 

expectativas de los escalafonados, implica eliminar los incentivos de la misma, pues no 

se entra a un sistema de carrera sino a adeñuarse de un cargo de por vida sin 

posibilidades de ascenso. Igualmente, al traer a colación el principio de la igualdad de los 

inscritos en la carrera como los no inscritos, indirectamente se desconoce el mérito de 

quienes ya han concursado y demostrado sus aptitudes frente a quienes no lo han 

hecho.  

Desde el diseño de un sistema de carrera administrativa se debería buscar un ingreso 

basado en el mérito y una permanencia y retiro basada en el rendimiento. Quizá este era 

el propósito de la Ley 909 de 2004 cuando se pretendió concebir como causal de retiro a 

las razones de “buen servicio”. No obstante la Corte a través de la sentencia C-501 

consideró que esta disposición se encontraba en el régimen disciplinario de la 

Aministración Pública y por lo tanto su trato debía ser consecuente con eso.  

Al leer conjuntamente el literal c) y el parágrafo que define "mal servicio", se concluye que la 
causal de retiro por razones del buen servicio equivale a (i) una sanción que (ii) tiene una 
proyección necesaria hacia el ámbito disciplinario. Se trata de una sanción, no de una medida 
administrativa, porque implica una consecuencia jurídica negativa que afecta de manera 
severa el derecho básico del funcionario de carrera consistente en permanecer en ella. En 
efecto, este será retirado de la carrera. La consecuencia en ese aspecto es semejante a la que 
se seguirá de la sanción disciplinaria de destitución, así el retiro por razones de buen servicio 
no genere antecedentes disciplinarios per se. Además, la proyección de esta causal hacia el 
ámbito disciplinario no es eventual sino necesaria (C- 501, 2005). 

En el año 2008 ocurre un acontecimiento inusual frente a la Carrera Administrativa y es 

que se pretendió, a través de un acto legislativo, aplicar incorporaciones extraordinarias a 

personas que se venían desempeñando en nombramientos provisionales. El acto 

legislativo en mención decía lo siguiente: 

Acto Legislativo 1 de 2008.  

Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo transitorio al artículo 125 de la Constitución, así: 
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"Parágrafo transitorio. Durante un tiempo de tres (3) años contados a partir de la vigencia del 
presente acto legislativo, la Comisión Nacional del Servicio Civil implementará los mecanismos 
necesarios para inscribir en carrera administrativa de manera extraordinaria y sin necesidad de 
concurso público a los servidores que a la fecha de publicación de la Ley 909 del 2004 
estuviesen ocupando cargos de carrera vacantes de forma definitiva en calidad de 
provisionales o de encargados del sistema general de carrera siempre y cuando cumplieran las 
calidades y requisitos exigidos para su desempeño al momento de comenzar a ejercerlo y que 
a la fecha de la inscripción extraordinaria continúen desempeñando dichos cargos de carrera. 
Igual derecho y en las mismas condiciones tendrán los servidores de los sistemas especiales y 
específicos de la carrera, para lo cual la entidad competente, dentro del mismo término 
adelantará los trámites respectivos de inscripción […]. 

Por supuesto, la Corte recurriendo a la violación del mérito declaró a través de la 

sentencia C- 588 de 2009 inexequible aquel acto legislativo. Sin embargo años más 

adelante, específicamente en 2011 con el Acto Legislativo 04 de 2011 se pretendió hacer 

lo mismo aunque no exactamente igual sino estableciendo un favorecimiento dirigido a 

las personas que se desempeñaban como provisionales homologando las pruebas de 

conocimiento por experiencia y estudios. Si bien no era una incorporación extraordinaria 

explícita, el favorecimiento otorgado lo inducía y, por tanto, la Corte se pronunció 

declarando tal acto igualmente inconstitucional por medio de las sentencias C-249 y 305 

de 2012.  

Finalmente uno de los últimos pronunciamientos realizados por la Corte Constitucional en 

materia de carrera administrativa fue en el año 2015. Allí se discutió si una entidad 

pública (Fiscalía General de la Nación) podía en un concurso limitar la participación del 

30% de las vacantes a servidores públicos clasificados en carrera administrativa y, así, 

permitir que el restante 70% de vacantes se abriera al público general interesado. En 

este punto la Corte identificó que no se trataba de un concurso cerrado sino mixto y que, 

por lo tanto, era perfectamente legal y ajustado a los principios de carrera administrativa 

realizarlo porque, entre otras cosas, tiene las siguientes virtudes:  

 
1. Permite contar con servidores cuya experiencia y dedicación garanticen cada vez mejores 
resultados. 

2. Motiva a los servidores públicos de carrera para que cumplan mas eficazmente sus 
funciones con el objeto de lograr un ascenso.  

3. Valora la permanencia y otorga estabilidad a los funcionarios en las entidades públicas. 

4. Tiene en cuenta a funcionarios que previamente han ingresado a través de concurso de 
méritos a la entidad. (C-034, 2015). 
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En definitiva, son diversas las posturas que ha adoptado la Corte a través de los años. 

No obstante hay que reconocer que siempre ha defendido el mérito en la carrera 

administrativa, frenando violaciones importantes como las pretenciones se realizar 

incorporaciones extraordinarias a la carrera de personas que se vienen desempeñando 

como provisionales. Sobre el sistema de gestión de personal y sus diversas 

características los entrevistados expresaron sus múltiples percepciones y opiniones.  

 

4.3 Análisis cualitativo del sistema de gestión del talento 
humano  

Mérito y transparencia 

 

Quienes hoy día hacen parte de la carrera administrativa al haber superado los 

concursos y no por incorporaciones extraordinarias son quienes manifiestan que el 

proceso es transparente; es decir, que no tiene algún indicio de corrupción o de 

incidencia externa. Los tres testimonios que se plasman abajo denotan la veracidad de lo 

dicho:  

 
Pienso que el proceso es bastante transparente. Yo cuando ingresé a la carrera administrativa, 
pues realmente no tenía ninguna inclinación política, o alguna persona que pudiera llegar a 
ayudarme, lo cual evidenció para mí que efectivamente era transparente (Ayala,2017). 
 
Lo que yo puedo decir desde mi experiencia es que me parece que sí ha sido transparente 
porque yo llegué aquí por concurso, por convocatoria, y pues todo el proceso aunque fue 
bastante largo, porque hubo muchas reclamaciones y todo eso pues finalmente se dio, me 
parece a mí que de una manera pues transparente (Gutiérrez, 2017). 
 
Pues desde mi experiencia, yo estoy en este cargo porque tuve sistema de méritos, ósea yo 
presenté mis documentos, presenté todo lo que me solicitaron y aparecí en las listas como 
elegible para ocupar el cargo, entonces pienso que sí es legítimo (Montañez, 2017). 

 
Con base en esto, se infiere que el problema de la carrera administrativa no se encuentra 

en la realización de los concursos, puesto que mal que bien son realizados por algún 

ente universitario en donde no es fácil que el proceso sea susceptible de corrupción. 

Indagando más a profundidad se encuentran aspectos relacionados no con el concurso 

en su fase de presentación de pruebas de conocimiento sino con el tiempo que se toma 

desde la convocatoria hasta la publicación de las listas de elegibles. Este proceso puede 

durar más de tres (3) años y ser tortuoso para los aspirantes. 
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Falencias en la implementación del sistema de gestión de personal 

 
Después de que en la Constitución Política quedó establecido que el ingreso a los cargos 

públicos por regla general debía hacerse a través de concursos, fue solo hasta el año 

2005 que la Comisión Nacional del Servicio Civil realizó la convocatoria 001 para proveer 

distintos empleos de orden nacional y territorial. Como si no fuera poco los catorce (14) 

años que el Estado colombiano se tardó en realizar el mencionado concurso, quienes 

participaron tuvieron que esperar adicionalmente cinco (5) o seis (6) años más para que 

fueran nombrados conforme lo establecían las listas de elegibles.   

 
De parte de la Comisión Nacional del Servicio Civil, considero que ha faltado un poco de 
agilidad en la realización de los procesos de selección, porque pues para que prevalezca el 
mérito, digamos que como hay tanta demora en esos procesos de convocatoria, digamos que 
las entidades siguen vinculando muchas personas de manera provisional, pero una de las 
causas es esa, que no hay agilidad en los procesos de selección por parte de la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, entonces pues las entidades se ven avocadas a eso (Sáenz, 2017). 

 
La Comisión Nacional del Servicio Civil es un ente autónomo que se encarga de la 

“administración y vigilancia de las carreras de los servidores públicos, excepción hecha 

de las que tengan carácter especial” (Art 130, CP). Como lo mencionaron los 

entrevistados este órgano se ha tardado bastante en la realización de los concursos, 

aunque también hay que reconocer que en los últimos años se ha realizado un esfuerzo 

considerable. 

 

Lo cierto es que desde la existencia de la Comisión Nacional del Servicio Civil se han 

realizado 436 convocatorias tal y como se observa en la tabla No. 2.  De estas 

convocatorias han predominado los empleos dirigidos a los organismos y entidades del 

orden nacional y las de docentes y directivos docentes, sin embargo en el orden 

territorial, más allá de lo realizado por Bogotá, D.C. y por Antioquia no se observa 

ninguna.  

 
Tabla 2 Convocatorias realizadas por la CNSC a partir de la expedición de la 

Constitución Política 

HISTÓRICAS EN USO DE LISTAS CONVOCATORIAS EN DESARROLLO 
001 de 2005 - Sistema 
General 

132 de 2012 - 
Dragoneantes INPEC 136 a 249 de 2012 - Docentes y Directivos Docentes 
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HISTÓRICAS EN USO DE LISTAS CONVOCATORIAS EN DESARROLLO 

002 de 2006 - INPEC 135 de 2012 - INVIMA 253 - 254 de 2013 - Docentes y Directivos Docentes 

003 de 2006 - DIAN 250 de 2012 - INPEC 255 de 2013 - Catastro Distrital 
004 a 052 de 2006 - 
Docentes y Directivos 
Docentes 251 de 2013 - DAPRE 256 a 314 de 2013 - Contralorías Territoriales 

053 de 2007 - DAS 
315 de 2013 - INPEC 
Dragoneantes 318 de 2014 - Agencia Nacional de Minería 

054 de 2008 - INPEC 

316 de 2013 - 
Cooperación 
Internacional 320 de 2014 - DPS 

055 de 2008 - DAS 
317 de 2013 - Parques 
Nacionales 

323, 327, 328 - Primer Grupo de Convocatorias en 
Bogotá 2015 SDP | IDU | SDH 

056 a 122 de 2009 - 
Docentes y Directivos 
Docentes 319 de 2014 - IDEAM 324 de 2014 - ICA 

123 a 126 de 2009 - 
Superintendencias 

329 de 2015 - 
Superintendencia de 
Sociedades 325 de 2015 - INVIAS 

127 de 2009 - INPEC 
336 de 2016 - INPEC 
Ascensos 326 de 2015 - DANE 

128 de 2009 - DIAN   331 de 2015 - Migración Colombia 
129 de 2010 - Docentes 
Orientadores   332 de 2015 - Superintendencia de Subsidio Familiar 

130 de 2011 - UGPP 
 

333 de 2015 - Agencia Nacional de Hidrocarburos 
131 de 2011 - Ascensos 
INPEC 

 
335 de 2016 - INPEC Dragoneantes 

133 de 2012 - IDARTES 
 

337 de 2016 - IGAC 
134 de 2012 - Ministerio 
de Educación 

 
338 de 2016 - ACR 

322 de 2014 - INPEC 
Ascensos 

 

339 - 425 de 2016 - Directivos Docentes, Docentes y 
Líderes de Apoyo 

  
 

426 de 2016 Primera Convocatoria Empresas Sociales 
del Estado 

  
 

427 de 2016 - SED de Bogotá - Planta Administrativa 

    428 de 2016 - Grupo de Entidades del Orden Nacional 

    429 de 2016 - Antioquia 

    
430 de 2016 - Superintendencias de la Administración 
Pública Nacional 

    431 de 2016 - Distrito Capital 

    432 de 2016 - SGC Servicio Geológico Colombiano 

    
433 de 2016 - ICBF Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar 

    434 de 2016 - Educación, Cultura y Deporte 

    

435 de 2016 CAR - ANLA | Corporaciones Autónomas 
Regionales - Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales 

    436 de 2017 Servicio Nacional de Aprendizaje - SENA 
Fuente: (CNSC, 2017). https://www.cnsc.gov.co/index.php/convocatorias/ Tomado el día 17-09-2017. 
 
En síntesis se puede decir que la carrera administrativa en el orden territorial sigue 

siendo precaria y desactualizada, puesto que desde la entrada en vigencia de la 
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Comisión Nacional del Servicio Civil no se han realizado concursos para proveer empleos 

territoriales. Esto quiere decir que quienes hoy en día hacen parte de la carrera 

administrativa y prestan sus servicios a entidades territoriales5, ingresaron por concursos 

realizados antes de 1991 o por incorporaciones extraordinarias. 

 

Retomando de nuevo el artículo 125 de la CP cuando menciona que “El ingreso a los 

cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previsto cumplimiento de los 

requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los 

aspirantes” es absolutamente indiscutible que no existe algún tipo de ascenso en la 

carrera administrativa, más allá de un encargo de un empleo en un nivel superior. Dicho 

en otros términos, el ascenso al que hace referencia el artículo 125 no existe.  

 
En la carrera administrativa en Colombia, no existe eso, no hay posibilidad si uno ya esta 
inmerso en un cargo público ascender en la misma entidad, a menos de que se presente a un 
concurso. Debería haber una especie de concursos internos antes de sacar las convocatorias 
al público, de resto uno solo puede acceder a encargos temporales que tienen unos términos 
de ley que limitan la posibilidad de ascenso al interior de las entidades (Rendón, 2017). 
 
Luego de que se accede a la carrera, la posibilidad de ascensos es muy difícil, más allá de un 
encargo temporal, no existe una decisión de que vaya ascendiendo de acuerdo a la mejora o al 
crecimiento de sus competencias, pareciera que no hay incentivo para que la gente mejore sus 
condiciones para prestar un mejor servicio (Aguirre, 2017). 

 
La palabra carrera en sí misma significa movimiento e implicaría en un sistema de 

gestión de personal que por determinado número de años de experiencia, nivel de 

estudios y competencias adquiridas las personas fueran ascendiendo. Lamentablemente, 

en Colombia carrera administrativa significa apropiarse de un cargo con la garantía que 

brinda la estabilidad, pero nunca bajo el incentivo del ascenso, ni siquiera de los que son 

mejor evaluados. 

 
Los evaluadores de los servidores públicos de carrera administrativa en un gran porcentaje no 
cumplen los plazos para evaluar, desconocen el instrumento o delegan su responsabilidad de 
evaluar en subalternos que hagan la tarea. lo anterior tiene como consecuencia que personas 
que no cumplen a cabalidad con sus funciones se mantengan en el servicio y sean rotadas por 
varias dependencias (Niño, 2017). 

 
Dicho esto, se resume que los problemas de implementación de la carrera administrativa 

son estructurales y van desde su diseño concebido sin ascensos, hasta la planeación, 

                                                
 

5	Con	excepción	de	Bogotá,	D.C.	y	algunos	municipios	de	Antioquia.  
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convocatoria y ejecución de los concursos que toman demasiado tiempo en realizarse y 

en nombrarse a las personas que los ganan. Estos problemas si bien son generales en la 

carrera administrativa en cualquier orden, resulta preocupante que en el territorial 

parezca que esta se haya perdido y sea de otro nivel sin importancia puesto que ni 

siquiera se convocan a los concursos. 

 
Incentivos del Sistema 
 
Quizás la principal virtud de la carrera administrativa en Colombia es que quienes logran 

acceder a ella tienen casi garantizado un empleo estable de por vida independientemente 

de los vaivenes políticos y administrativos del país o del respectivo organismo o entidad 

para la cual trabajan. Pareciera ser que a cambio de la imposibilidad de ascensos, lo que 

se le ofrece al trabajador como mayor incentivo es la estabilidad en su empleo. Esto, sin 

lugar a duda produce tanto efectos positivos como negativos en la administración de 

personal y en el clima laboral de las organizaciones públicas. Por un lado, se cuenta son 

servidores públicos tranquilos y con ganas de prestar sus servicios en el sector público, 

mientras que, por otro lado, se cuenta con servidores públicos inconformes, sin 

expectativas y aferrados a un cargo solo por el salario y estabilidad que este les brinda. 

Ambos escenarios fueron anotados por los entrevistados. 

 
Efectos positivos de la carrera administrativa: 
 

Pues yo si quisiera seguir siendo parte de las personas que están en carrera administrativa, 
primero porque uno tiene que mirar las garantías que nos dan al estar vinculados a las 
entidades, digamos que dependiendo de cada una de las personas, porque uno puede brindar 
a la entidad desarrollo, calidad de vida, y lo otro es que uno aprende a desarrollarse y a cumplir 
unas funciones en las cuales uno puede hacer que el desarrollo de la entidad, no solo sea para 
uno sino para los ciudadanos, entonces si me gustaría (Montañez, 2017). 

 
Efectos negativos de la carrera administrativa: 
 

La carrera administrativa es buena para el trabajador, porque lo hace trabajar de manera 
tranquila, serena; pero resulta que esa tranquilidad conlleva también a que las personas, 
aprovechando esa tranquilidad y esa estabilidad laboral a veces no desarrollen su gestión 
pública de manera adecuada, entonces la persona a veces necesita un tipo de presiones, 
como es por ejemplo, la provisionalidad, o de pronto el contrato de prestación de servicios para 
que lo impulse no solamente a que estudie sino a que proponga nuevas cosas dentro de una 
entidad pública, porque el funcionario que tiene sus derechos de carrera administrativa y que 
lleva una trayectoria bastante grande en una entidad pública, pues lo que hace es que se 
convierta en una conducta amañada y llena de costumbres (Álvarez, 2017). 
 

Independientemente de la opinión que se tenga sobre la carrera administrativa, lo cierto 

es que su implementación ha generado los dos tipos de efectos descritos con 
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anterioridad; a saber:  I] personas con vocación de servicio público y II] personas sin 

vocación de servicio público o desestimuladas del servicio público. Hasta tanto no se 

comprenda que la carrera administrativa significa más allá del mérito y de la 

incorporación de personas al servicio público, se seguirán produciendo ambos efectos, 

con la consecuencia que cada vez más se contará con servidores públicos frustrados que 

conciben como dueños se cargos y no como parte de una organización diseñada para el 

servicio público. 

 

Política y Clientelismo 

 

No deja  de existir una leve impresión de que en la carrera administrativa aún existen 

interferencias políticas y una amplia cabida al clientelismo. La relación que se describe es 

que, por ejemplo, no se hacen concursos para proveer empleos de carrera administrativa 

sino que se prefiere hacer nombramientos provisionales y postergarlos indefinidamente. 

De la misma manera, cuando existe insuficiencia de personal, las entidades optan por 

celebrar contratos de prestación de servicios profesionales o de apoyo a la gestión en 

vez de adelantar estudios de perfiles y cargas de trabajo para aumentar sus plantas. Esto 

aunado a que los cargos directivos son de libre nombramiento y remoción en donde la 

política predomina sobre el mérito o las calidades técnicas de las personas.    

 
Pienso que siempre he tenido claro que hay incidencias políticas, siempre en cargos 
obviamente de nivel directivo donde la vinculación es de libre nombramiento, y sabemos que 
siempre es de acuerdo con el padrino político que se tenga. Lastimosamente en el tema de 
prestación de servicios, también es de acuerdo con el padrino, o a la persona que lo esté 
recomendando, para poder acceder a trabajar con el Estado. El único caso que es 
directamente por mérito es mediante concurso, para acceder a la carrera administrativa 
(Torres, 2007). 
 
Uno si puede como por lo menos percatarse de que sí hay incidencia o influencias políticas en 
la ocupación de cargos, no es tan notorio en la vinculación de carrera pero si en la vinculación 
por prestación de servicios, entonces digamos que en ese punto no sé si se pueda catalogar 
como algo corrupto, porque pues también es legítimo que se vinculen personas allegadas a los 
ejecutivos o personas que tienen control sobre la contratación, pues sin embargo sí es más 
notorio la existencia en ese mecanismo de amiguismo y de clientela para la vinculación de 
personas por ordenes de prestación de servicios en las entidades públicas (Gutiérrez, 2017). 

 
Aunque la percepción de las personas que desempeñan cargos de carrera administrativa 

y, quizás, de la ciudadanía en general, es que los organismos y entidades públicas 

celebran contratos de prestación de servicios para satisfacer intereses políticos, lo cierto 

es que su necesidad es latente frente a la insuficiencia de personal y a la restricción 
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impuesta por la ley 617 de 2000 de no aumentar los gastos de funcionamiento. Dado que 

los contratos de prestación de servicios, en la mayoría de los casos, se cargan frente a 

los gastos de funcionamiento, se terminan configurando como la única alternativa para 

lograr cumplir con las funciones asignadas. Por supuesto, también es cierto que en 

ciertas ocasiones son utilizados para cuotas clientelares derivadas de la política electoral.  

 

Ahora bien, frente a la afirmación que los cargos de nivel directivo en todos los casos 

cuentan con algún padrino político hay que decir que esto obedece a la realidad 

democrática del país y a las necesidades de gobernabilidad. En principio, hay que buscar 

un punto medio sin llegar a estigmatizar la incidencia política en la Administración Pública 

pero tampoco llegando a idealizar un Estado burocrático supremamente técnico. Es allí 

donde la carrera administrativa tiene su mayor virtud y es también donde se debe 

defender el mérito tanto en el acceso como en la permanencia de la misma.    

 

Relaciones intergubernamentales 

 

Todo lo que se ha evidenciado hasta el momento, gira alrededor de lo que se conoce 

como relaciones intergubernamentales o gobernanza multinivel. Estas relaciones son 

aquellas que se dan entre los diferentes niveles de gobierno bajo los principios de 

igualdad, eficacia y celeridad que tienen fundamento en el artículo 209 de la Constitución 

Política. 

 
Constitución Política Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses 
generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la delegación y la desconcentración 
de funciones. 
 
Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado 
cumplimiento de los fines del Estado. Las administración pública, en todos sus órdenes, tendrá 
un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley (Art. 209, CP).  

 
Se supone que las relaciones entre las distintas entidades territoriales deben ser 

armónicas y coordinadas. Aquellas competencias que han sido asignadas pero que por 

alguna razón no pueden ser asumidas por la entidad territorial inferior debe hacerlo la 

entidad superior. Por ejemplo si un municipio no puede asumir la educación, esta debería 

asumirla el departamento y si fuese el caso la Nación.  
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También para proyectos estratégicos sociales o de infraestructura es necesario que el 

municipio, el Distrito o el Departamento tenga adecuadas relaciones entre sí y 

fundamentalmente con la Nación. Es por ello que proyectos estratégicos para el país 

como el metro de la ciudad de Bogotá o la conformación de las áreas metropolitanas 

necesitan la concurrencia de todas las entidades y la voluntad por adelantar apuestas en 

común. No obstante, se evidencia que en Colombia las relaciones intergubernamentales 

solo han sido exitosas en lo que se conoce como Sistema General de Participaciones 

pero, por lo demás, aún existe un campo amplio de mejora.   

 
No son armónicas ni son eficientes. Uno lo encuentra es que los tres niveles de gobierno han 
tenido un problema histórico de coordinación, que se resumen en que los principios de la 
descentralización no funcionan. Esto ha sido desarrollado teóricamente, normativo y 
jurisprudencialmente, en el tema de desplazamiento forzado, ello se llama el tema de 
corresponsabilidad, entendido este el mecanismo mediante el cual uno complementa las 
acciones. El Nivel superior subsidia al nivel inferior que no tiene la capacidad, entonces ahí 
está complementariedad, subsidiariedad y pues digamos coordinación, yo pienso que es difícil 
en la practica, entonces te voy a poner un ejemplo: el principio de subsidiariedad en la 
administración pública dice que si el nivel inferior no tiene capacidad para asumir 
competencias, asume el siguiente nivel, pero eso no es así, ósea, por ejemplo no hay claridad 
en las competencias, o en el tema ambiental quién asume determinadas acciones, hay una 
confusión entre competencias, funcionalidad y responsabilidad (Chaparro, 2017). 
 
Yo creo que son como los procesos de presencia, los territorios más alejados o inclusive los 
municipios de acá de Cundinamarca, no es común la presencia de un funcionario de orden 
nacional o de orden superior y esa presencia institucional se requiere hacer muy evidente, se 
requiere que usted le haga sentir a esa persona del ultimo corregimiento de yo no sé dónde, 
que hace parte del Estado, no que él es el dueño de esa montaña y toma decisiones de lo que 
va a pasar allá (Vargas, 2017). 

 
 

Una parte del éxito de la descentralización que ayudaría a mejorar su proceso de 

implementación son las relaciones intergubernamentales. Cuando las mencionadas 

relaciones sean armónicas no solo bajo los principios de la función pública sino bajo los 

principios de coordinación, concurrencia y subsidiaridad, el país realmente será una 

república unitaria bajo la autonomía de sus entidades territoriales. De hecho, mejorar las 

relaciones intergubernamentales es, por parte de la Nación, otorgar todos los recursos 

técnicos y financieros para su funcionamiento y, por parte de las entidades territoriales, 

mejorar su esfuerzo fiscal, proponer proyectos de desarrollo innovadores y con fuentes 

de financiación probables.  

 

Todo lo anterior, resulta complejo bajo el panorama normativo vigente que no es claro 

frente a la determinación de competencias de las entidades territoriales y frente a los 
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diferentes gobiernos que, de acuerdo con sus prioridades, han logrado que diversas 

leyes le asignen funciones y competencias a las entidades territoriales. La cuestión 

central en este punto es que de las diferentes normas vigentes y aplicables a las 

entidades territoriales, son pocas las que han tenido un impacto o que en realidad 

siquiera se aplican.  

 

Normas con problemas de implementación 

 

Es comúnmente aceptado que toda norma vigente tiene vocación de eficacia y, por tal 

motivo, desde su entrada en vigencia debe ser aplicada. Sin embargo, también es cierto 

que la mayoría de las normas no tienen un estudio de estimación de impacto sobre su 

aplicación y tampoco un estudio sobre la capacidad institucional de los organismos y 

entidades públicas que deben aplicarlas. Un claro ejemplo de lo anterior se hace evidente 

frente a la expedición del nuevo Código Nacional de Policía (Ley 1801 de 2016), en 

donde asigna competencias sobre el régimen de obras y urbanismo, control a 

establecimientos de comercio y espacio público a los inspectores de policía sin precaver 

cuántos inspectores tiene cada entidad territorial, cuál es su experticia técnica y cuál 

sería el impacto en los gastos de funcionamiento si las entidades territoriales quisieran 

aumentar el número de inspectores con el condicionamiento de la Ley 617 de 2000.   

 
A veces uno se pone a pensar que son obstáculos y obstáculos y entonces empezamos a 
sacar normas y normas pensando que pues con sacar normas ya solucionamos el asunto. Yo 
creo que a veces es cuestión de entender las que hay y saberlas administrar, saberlas 
interpretar también  (Zambrano, 2017). 

 
En Colombia no puede seguir haciendo carrera la premisa que toda reforma estructural 

frente a un problema identificado requiere de un cambio normativo. Dicho de otro modo, 

no puede resultar que frente a un problema de corrupción de los alcaldes locales de 

Bogotá, D.C. siempre se piense en reformar el Decreto Ley 1421 de 1993 o frente a la 

inaplicabilidad de la carrera administrativa en Colombia se piense en reformar la ley 909 

de 2004 o frente a los problemas de implementación de la descentralización se recurra a 

plantear reformas a la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial. Con lo anterior no se 

quiere decir que se plantee una restricción a eventuales reformas normativas, sino una 

mayor rigurosidad técnica y jurídica que tenga previsto el impacto de las normas y la 

capacidad institucional de la implementación.  
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Capacidad institucional medida a través de la evaluación del desempeño integral de los 

municipios y distritos  

 

Se ha hablado hasta aquí que tanto las dificultades del proceso de descentralización 

territorial en Colombia como de las falencias en la implementación del sistema de gestión 

de personal son las principales causantes de la ausencia de capacidad institucional en 

los municipios. Sin embargo no resulta contundente afirmar esto sin tener algún soporte 

documental basado en un estudio cuantitativo. Por esta razón y teniendo en cuenta que 

el Departamento Nacional de Planeación ha venido realizando desde el año 2012 una 

evaluación del desempeño integral de los municipios y distritos, resulta pertinente 

analizar sus resultados para luego llegar a las conclusiones finales del estudio.  

 

La evaluación realizada por el Departamento Nacional de Planeación comprende cuatro 

componentes que girar alrededor de la capacidad institucional de los municipios y 

distritos. Los componentes son: I] Gestión, II] Requisitos legales, III] Eficiencia y IV] 

Eficacia. La ilustración que se muestra a continuación describe los contenidos de cada 

uno de los componentes de la evaluación. 

Ilustración 7 Componentes del desempeño integral municipal 
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Fuente: (DNP, 2016)6 

 
 

 
Los resultados de los cuatro componentes genera una evaluación de las entidades 

territoriales que va de 0 a 100 con calificaciones de crítico a sobresaliente tal como se 

muestra en la tabla.  

 
Tabla 3 Intervalos de calificación de la evaluación del desempeño integral de los 

municipios 

Calificación Intervalo Calificación 
Crítico 0-49 
Bajo 40-59 

Medio 60- 69 
satisfactorio 70-79 

Sobresaliente 80-100 
Fuente: (DNP, 2016) 

 
Con base en esto, se observa que desde el año 2011 se ha venido mejorando el 

desempeño integral de los municipios y distritos, puesto que han pasado de encontrarse 

en un nivel de desempeño medio a encontrarse en 2015 en un nivel de desempeño 

satisfactorio. La ilustración 8 demuestra lo dicho. 

                                                
 

6 DNP (2016). Evaluación del desempeño integral de los municipios y distritos, vigencia 2015. Bogotá, D.C. Colombia.  
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Ilustración 8 Variación de resultados de la evaluación del desempeño integral de los 

municipios 

 
Fuente: (DNP, 2016) 

 
Sin embargo hay que tener en cuenta que esta calificación de satisfactorio se da como 

promedio del desempeño de todos los municipios y departamentos del país, lo que 

significa que entre categorías puede existir un comportamiento diferente. Efectivamente 

para los municipios clasificados en sexta categoría el desempeño es distinto que del total 

de los municipios evaluados. En concreto del total de municipios clasificados en sexta 

categoría que reportan información el 2% tiene una calificación crítica, el 22% tiene una 

calificación media, el 36% tiene una calificación satisfactoria y 24% tiene una calificación 

sobresaliente. 

 
Tabla 4 Resultados de la evaluación 2015 de desempeño integral para municipios de 

sexta categoría 

Crítico Bajo Medio Satisfactorio Sobresaliente 
Total 
general 

20 151 215 355 234 975 
Fuente: (DNP, 2016) 

 
 
Los datos genrales demuestran una mejoría en el comportamiento integral de los 

municipios del país. Aunque se observa un comportamiento diferente a los que estan 

clasificados en sexta categoría, tambien se observa una mejoría puesto que más del 50% 

tienen una calificación satisfactoria o sobresaliente. No obstante hay que ser cuidadosos 
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con los datos dado que dan cuenta de indicadores de resultado , por ende, no se 

interesan en los medios como se consiguen. Así las cosas, el comportamiento de estos 

datos bien puede obedecer a que mayor cantidad de gente ha sido vinculada por 

prestaciones de servicio sin tener en cuenta el estado de la carrera administrativa y el 

nivel de profesionalización de la misma en las entidades territoriales.   

 

 

 

 

 



 

 
 

5. Conclusiones y recomendaciones 

5.1 Conclusiones 
Existe una relación entre el proceso de descentralización en Colombia y su sistema de 

gestión de personal. Los inconvenientes que ha tenido el país en ambas temáticas han 

ocasionado un deficit de capacidad institucional de las entidades territoriales para ejercer 

las funciones y competencias que les han sido asignadas. Sin embargo se reconoce que 

el país ha avanzado en los últimos años superando en muchos de sus componentes el 

rezago histórico que tuvo el nivel territorial en las últimas decadas.  

 

El análisis de impacto normativo en el país acerca de la expedición de normas es 

reciente y no ha sido lo suficientemente aplicado por los legisladores. En consecuencia 

las leyes se expiden atendiendo a diversos criterios que van desde los intereses políticos 

particulares hasta los de los gobiernos de turno. Tampoco se ha logrado concretar las 

competencias de las entidades territoriales de manera clara y precisa lo que en muchos 

casos genera ambigüedades y hace inoperantes los principios de la función pública.  

 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido contundente frente a la defensa del 

mérito en la carrera administrativa o frente a la autonomía de las entidades territoriales. 

Sin embargo, las posiciones en algunas ocasiones han sido laxas y ambiguas en 

aspectos como el ascenso de las personas escalafonadas en la carrera o las 

restricciones presupuestales frente a los gastos de funcionamiento de las entidades 

territoriales impuestas por la ley 617 de 2000.  

 

Las personas que hacen parte de la carrera administrativa valoran la estabilidad en los 

empleos. Sin embargo reconocen que en muchas ocasiones se generan incentivos 

perversos como el patronazgo del cargo y su limitación estricta al cumplimiento de lo 

dispuesto en el manual específico de funciones. Por su parte conciben a la 
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descentralización territorial como una buena forma de lograr una mayor proximidad del 

Estado con los ciudadanos pero, al mismo tiempo, llaman la atención sobre las 

incidencias políticas y su aprovechamiento en la celebración de los contratos de 

prestación de servicios o los nombramientos de cargos directivos.  

5.2 Recomendaciones 
El Gobierno Nacional debe trabajar en el fortalecimiento de la descentralización territorial, 

dotando a las entidades territoriales de capacidad administrativa, técnica y jurídica. En 

este sentido, se debe pensar en eliminar las restricciones impuestas por la Ley 617 de 

2000 reemplazándola por otra que promueva la responsabilidad fiscal pero que no 

sacrifique el funcionamiento de las entidades. De la misma manera de debe pensar en 

una eventual reforma a la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial - LOOT con el fin de 

que se defina claramente las competencias entre los diferentes niveles de gobierno para 

que se fortalezcan las relaciones intergubernamentales. Por último, se debe pensar en 

impulsar la carrera administrativa en el nivel territorial porque, por no decirlo menos, se 

encuentra abandonada desde la expedición de la constitución de 1991.    

. 
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